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JURÍDICO». PROBLEMAS DE DEFINICIÓN. 

MARÍA LEONOR SUÁREZ LLANOS 

1. Existen términos especialmente elegantes. Uno de ellos es el de 
«cultura». Esa elegancia adquiere atin mayor brillo cuando es adje­
tivada para definir a la «cultura jurídica», por mucho que no se sepa 
muy bien en qué consiste. 

En este trabajo argumentaremos en favor de la siguiente pro­
puesta (que puede inicialmente aparentarse un tanto conflictiva). 
La apelación en el marco jurídico al término cultural responde, 
bien a cierta inconsciencia acerca del entramado substantivo que 
el término cultura pretende objetivar; bien al interés, encubierto 
tras un término emotivo, de imponer normativamente particula­
res contenidos valorativos propios a los grupos de poder tradi-
cionalmente establecidos; bien a un recurso estético que no incor­
pora ni pretende nada. Como los dos primeros propósitos nos 
parecen inaceptables, y el tercero, además de nada, sólo agrega 
conñisión, proponemos que, la comprensión y el desarrollo polí­
tico-jurídicos se aparten del concepto objetivo de la «cultura jurí­
dica» para vincularse a una concepción actualizada de «pluralis­
mo jurídico». 

El debate que nos interesa, no pretende descubrir ni el origen, ni 
la evolución histórica, ni una definición para el término cultura, sólo 
cuestiona problemáticamente algunas de las proyecciones actuales 
de esa cultura en el marco político-jurídico. 

2. Las definiciones del término «cultura» son tantas y tan diver­
sas que abarcan casi cualquier pretensión denotativa. La cultura pue-
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de entenderse: como definición étnica y antropológica^ Como «cos­
tumbres, perspectivas o ethos de un grupo o asociación; por ejem­
plo... cultura gay, cultura burocrática» (Kymlicka, 1996, 35). Como 
«conjunto de modos de vida y costumbres, conocimientos y grado de 
desarrollo artístico, científico, industrial, en una época o grupo». 
Como «sistema social complejo»^. Como «(t)ransformación planifi­
cada (racional) del entorno»^. Como «léxico compartido de tradición 
y convención»'* (Dworkin, 1985, 231). Como «civilización moderna, 
urbana, secular e industrializada, en contraste con el mundo feudal, 
agrícola, teocrático...»5 (Kymlicka, 1996, 35). Como acto y efecto del 
aprendizaje subjetivo de las capacidades y hábitos que distinguen al 
individuo «de las personas rústicas, incultas, ineducadas» (García 
Sierra, 2000, 408). Como satisfacción individual de las necesidades 
fundamentales^. Como forma normativa de civilización humanista 
o que expresa un pasado cultural bondadoso. Como conjunto de con­
tenidos (literatura, teatro, música, folclore,...) circunscritos para su 
promoción por instituciones públicas y privadas (p.ej., la «cultura» 
del Ministerio de Cultura, la «cultura» de las casas de «cultura», diría 
MALRAUX, las «catedrales del siglo XX», la «cultura» de las conce­
jalías de cultura)... 

' Se trata del «complejo total que incluye conocimiento, creencia, arte, moral, 
Derecho, costumbres y cualesquiera otros hábitos y capacidades adquiridas por 
el hombre en cuanto miembro de la sociedad» (Tylor, 1996, 14, 226) de cada cír­
culo de cultura en sentido etnográfico, p.ej., la cultura maya o egipcia. 

^ «(S)istema común de vida de un pueblo que resulta de su historia, de la 
adaptación entre esa población humana y el medio ambiente en que habita, y 
transmitido socialmente... mediante técnicas productivas... estructuras orga­
nizativas a nivel económico, social y político, y concepciones de vida, de tipo 
científico, mitológico, ético, religioso... operantes de modo consciente e incons­
ciente» (Gómez García, 1991, 171). 

^ Al respecto, González García, 2000, 127). 
'* Por eso, «los pueblos, aunque no pasen por cultivados, tendrían una cul­

tura» (Hell, 1994, 19). 
5 La cultura como «civilización» es segmentada por la noción de «progre­

so», universal y único, porque se considera «a la civilización» como «la fase final... 
y madura de las diversas culturas, algo así como el « p u n t o y final» en el que 
todas las culturas en desarrollo terminarían por confluir» (García Sierra, 1996, 
411). La relación entre cultura y civilización es problemática, ya no sólo porque 
para un sector la cultura no se puede identificar sólo con la cultura civilizada, sino 
porque para muchos, debido a la gran influencia germánica del anti-Ilustración 
HERDER, «cultura» y «civilización» son términos antagónicos. 

^ «(R)etendremos cuatro: comer, habitar, hablar y comunicar, amar» (Hell, 
1994, 25). 
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El problema de estas definiciones de cultura y de otras muchas 
con las que podríamos continuar —cultura religiosa, política, cien­
tífica,..., del body form, del ministerio de turno, culinaria, del Mac-
Donald, de la mutilación femenina, de Whitman, nacional, jurídica, 
de la guerra, de la ayuda humanitaria, de la tolerancia, de fronteras— 
es que proponen deslumbrantes figuraciones poéticas pero no defi­
nen con rigor ni la cultura^, ni sus adjetivizaciones, ni por qué y cuál 
es el grupo culturalmente vinculado. 

Simplificando la taxonomía cultural, proponemos una clasifica­
ción cruzada que diferencia, de un lado, la cultura «en sentido fuer­
te» y «en sentido débil». Y, de otro, la «cultura en sentido objetivo», 
moderno, y «en sentido subjetivo» o antiguo. 

La «cultura en sentido fuerte» refiere una comprensión centrada 
en un único foco de significaciones previa y homogéneamente defi­
nido. 

La «cultura en sentido débil» reconoce diversos y dispersos focos 
significativos y gran amplitud de influencias y posibilidades de per­
tenencia individual. Entender la cultura en sentido débil supone 
cruzarse con la caracterización antigua de la misma que, prove­
niente de la ubérr ima época griega, denota su significado subjeti­
vo (subjetual). 

La evolución del sentido antiguo y subjetivo de la cultura da lugar 
a la acepción moderna de la «cultura», que poseerá un significado 
objetivo (objetual)^. 

El sentido de la cultura que a nosotros aquí nos interesa, y que 
limita nuestros argumentos, se refiere a su significación moderna y 
se solapa con el sentido fuerte de la cultura buscando una proyec­
ción político-jurídica. 

Contra la primera ilustración, sofista, fría y cuestionadora y 
retando el afán racionalista de la segunda ilustración de homoge-
neizar y civilizar el mundo conforme a una perspectiva cosmopolita 
de presupuestos racional-individualistas, se proclamó una reacción 

^ Véase complementariamente Hell, 1994, 21. 
* Y permite su uso gramatical substantivizado, p.ej., Filosofía de la cul­

tura. La noción objetual de cultura requiere, para definirse, oponerse a la noción 
subjetual (al respecto, García Sierra, 2000, 408). 
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rehabilitadora de la particularidad-contextualizada^. El romanticis­
mo y el historicismo sirven a SAVIGNY y HERDER y a BURKE, 
BONALD y De MAISTRE para defender la diversidad e identidad de 
las naciones, los pueblos y las etnias sobre la base de un concepto 
de «cultura» referido a las maneras de pensar, obrar y sentir comu­
nes al particular grupo humanólo. La cultura se refunda, pero ya no 
en el individuo, sino en la cadena supraindividual que da lugar a la 
«tradición»!!. Los conceptos de origen, historia, prejuicio, autoridad 
y propiedad se aunan en un esfuerzo reconstructivo de la tradición, 
como clave cultural objetiva y de función reivindicativa. 

Esta moderna concepción fuerte de la cultura se caracteriza por 
su función ideológico-reivindicativa de la unidad y la homogeneiza-
ción normativa frente al enemigo cultural. Pues bien, nuestro inte­
rés no se centra en sus virtudes como guión de tragedia o de come­
dia. Sino en sus defectos como argumento político-jurídico^^. 

3. La conexión del concepto moderno de cultura con el de pro­
ducción clarifica el sentido en el que apelamos a la función ideoló­
gica de la cultura!^. 

El vínculo cultura-producción destaca que la cultura resulta en 
sus sentidos públicos relevantes de las condiciones fácticas —socia-

5 MONTESQUIEU, ROUSSEAU y KANT son los porteadores de una com­
prensión universalizadora, evolucionada y civilizada de la cultura. El problema, 
se dice, es que «se ha lanzado al niño fuera de la bañera... se ha creado un mons­
truo: un individuo unlversalizado que es ajeno a todo lo que hace a la gente 
humana, por lo que ésta condenado a ser una mera abstracción» (Raz, 1998, 194) 

'" «(L)a "concavidad subjetiva individual", hipostasiada o sustancializa-
da, ya podría quedar definitivamente desbordada o "reabsorvida"» (Bueno, 1996, 
58). 

11 Para HERDER, existen múltiples líneas de desarrollo tradicional que 
dan lugar a la aparición de las diversas culturas. Como existen múltiples tradi­
ciones, existen múltiples culturas que caracterizan a los distintos pueblos y dan 
sentido y definen a los hombres. Si bien, en HERDER la defensa de lo local y 
particular frente al universalismo ilustrado, precedente del nacionalismo y el 
populismo, aún no tiene el carácter reaccionario y conservador del curso del 
s.XIX (Berlín, 1992, 211) —aunque «no está tan lejos de ello. Porque... llega a 
defender la necesidad del despotismo y de los prejuicios...» (Lamo de Espino­
sa, 1995, 40)— (véase Meinecke, 1983, 372-373 y Kohn, 1984, 358). 

'^ Y que han servido a la dominación imperialista, a la resistencia colo­
nial y a las dictaduras totalitarias. 

1̂  Atiéndase al respecto a Bueno, 1996, 82-ss. 
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les, económicas, políticas, religiosas...— que se superponen con­
forme a las condiciones de mantenimiento del sistema más propi­
cio. La cultura es el cultivo o producción del sistema global mismo i"*. 

La cultura en sentido objetivo no se sostiene sólo, porque no pue­
de, por su eficacia privada, sino por las funciones públicas que satis­
face. Su función ideológico-pública fundamental consiste en su rei­
vindicación de las condiciones materiales que dan sentido y 
continuidad al substrato sustantivo proclamado culturalmente^^. 
Para ello se refuerza valiéndose de su «hipotético» asiento tradicio­
nal, afirmándose como resultado del proceso histórico de sedimen­
tación de la identidad esencial y valorativa de un grupo. De esta for­
ma, las funciones que cumple la cultura en sentido objetivo se 
vinculan a las funciones de la tradición —normativa, hermenéutica, 
de legitimación de la institucionalización política de la comunidad 
particular y de definición de la identidad colectiva e individúala^—. 
Es decir, la cultura proyecta en sentido moderno sus funciones nor­
mativa, envolvente, identificatoria, orgánico-viviente y excluyente. 

Consecuencia. La cultura en sentido objetivo se desvincula de la 
universalidad conforme al argumento del relativismo cultural. Y, al 
justificarse su función reivindicativa, en virtud de su mismo subs­
trato, su pretensión se vuelve normativa. Se trata de: primero, esta­
blecer los grupos políticos a los que considerar propiamente étnicos 
de raza o religión. Luego, se vincula esa particularidad a una forma 
de folclore y de patrón normativa que se considera valioso respecto 

i'* Véase en este sentido, Harris, 1987, 312-313. 
•5 Siguiendo el criterio de van DIJK de asimilar la idea del grupo a la cul­

tura de los grupos, se dirá que la cultura victoriosa es grupal, reivindicativa 
dominante e implica oposición a la comprensión cultural de otro grupo domi­
nado. Pues, «cada grupo social o formación que ejerza una forma de poder o 
dominación sobre otros grupos pdría asociarse con una ideología que funcio­
naría específicamente como un medio para legitimar o disimular tal poder... 
(T)ambién los grupos que resisten tal dominación tendrían una ideología para 
organizar sus prácticas sociales» (van Dijk/1999, 181). «(N)o existen ideologí­
as privadas» (idem.). «(L)as ideologías y la condición de grupo parecen definirse 
mutuamente» {idem., 183). 

La fe, la religión o el cristianismo, la política, la economía, no son en sí mis­
mas cultura. Son manifestaciones que concretan y regulan las condiciones 
materiales sobre las que se organiza el entramado de los denominados grupos 
culturales ofreciéndoles, en su conjunto, el paraguas ideológico que sirve de 
parámetro valorativo de las disidencias individuales (véase, Hell, 1994, 21-22). 

'* Complementariamente, Suárez Llanos, 2001, 25-ss. 
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de todos los miembros del grupo político, por lo que merece ser rei­
vindicado ̂ ''. E inmediatamente después se proclama el status de 
igualdad de toda política ético-folclórica por ser inconmensurable 
para todo patrón racionalista, imperialista y etnocéntrico. La con­
secuencia colateral es que las diferencias internas al grupo cultural 
se vuelven normativamente inaceptables, pues «la identidad implica 
unidad en sí y diferencia de los demás»*^ (Bueno, 1996, 174). 

Tras la II Guerra Mundial, y las profundas reorganizaciones polí­
ticas y éticas a que dio lugar, y que animaron el uso del concepto de 
identidad cultural de un pueblo, la ideología y las funciones de la cul­
tura se desarrollan con especial intensidad y a distintos niveles, pero 
finalmente centradas en tomo al concepto de nación. La cultura, aho­
ra vinculada al concepto de nación, que atrajo hacia sí al del Estado 
para moldearlo substantivamente, justificará particulares selecciones 
normativas respecto de cada grupo humano. El problema, nos apare­
ce, es que esta definición objetivista, nacional, de la cultura «se basa 
en una concepción sustancial de la cultura que le impide responder a 
las demandas de los miembros de los grupos que se enfrentan a la dis­
criminación»'^ (Gianni, 2002, 41). 

4. La controvertida definición moderna de la cultura multiplica 
su dificultad cuando se trata de centrar una noción de la «cultura 
jurídica» que, así, pasa a enfrentarse a «importantes problemas meto­
dológicos y conceptuales» (Nelken, 1996 a), 2). 

Los conceptos de «cultura legal» y «cultura jurídica» son bien 
conocidos en la Europa continental, en amplia medida, gracias a la 
influencia de la Escuela Histórica y su visión de Europa y el mundo 

2" Se trata de hacer cierta la extendida consideración sociológica acerca 
de la diferencia entre el Derecho escrito y el Derecho en acción (véase comple­
mentariamente, Ehrmann, 1976, 4-ss.). 

21 En este último sentido, Erh-Soon Tay, 1985, 166. 
17 Al respecto, García Sierra, 2000, 428-429. 
1̂  Consecuentemente, el individuo que trata de reformar lo que cree una 

normación cultural desvaliosa (p.ej., una discriminación) no se considera un 
reformador, sino un transgresor (TuUey, 1998, 276-277). 

1̂  Ratifica el carácter esencialista y descriptivamente incorrecto de la cul­
tura, TuUy, 1995, 7-17. Y es que, «la reflexión sobre las limitaciones de un nos­
otros historiográfico, arrojado hacia atrás en el tiempo, da como resultado una 
línea argumental de afinidades y contrastes, de herencias y repudios sin otro fun­
damento que el capricho, el interés o los prejuicios de quien escribe el relato» 
(Ridao, 2000, 259). 
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como un lugar de convivencia de múltiples culturas que incorporan 
y dan sentido a particulares sistemas jurídicos de espíritu cultural 
propio y diferenciado. Allí donde el brillo de la nación tuvo mayor 
esplendor y el nacionalismo venció, el concepto de «cultura legal» 
adquirió un más fructífero uso inicial. Sin embargo, en parte es nove­
doso en el marco del Common Law y de su Jurisprudence. En éste 
marco han tenido gran repercusión los trabajos de L.M.FRIEDMAN. 

La actualidad del concepto de «cultura legal», dice FRIEDMAN, 
se deriva de su aspiración por superar la visión positivista y exclusi­
va del Derecho formalizado. Se trata ahora de promover una con-
textualización y una materialización que enriquezca el sentido de la 
juridicidad^". Para ello se destaca el carácter ideológico de la visión 
racional-positivista, formal y avalorativa del Derecho y de su afán de 
imponerse sobre culturas tradicionales^^ Y se procura responder 
constructivamente a la promesa de una ciencia jurídica rigurosa, uni­
versal, objetiva y verificable, pero ahora substantiva. 

4.1. Las definiciones de la cultura jurídica son muy diversas. Lo 
reconoce, p.ej., TAMANAHA, antes de definirla como «las ideas acer­
ca del Derecho, el conocimiento, las creencias y las actitudes de los 
especialistas jurídicos» (Tamanaha, 2001, 127). 

4.1.1. Una de las vías que recurrentemente recorren los defenso­
res y cultivadores de la «cultura legal» es la apelación a «la dimen­
sión tácita del Derecho» que brota al considerar el vínculo constitu­
tivo entre el Derecho y la tradición cultural. Así, destacan que, «tanto 
en las sociedades primitivas como en las desarrolladas, la cultura 
legal es un vehículo fundamental para transmitir los valores de la tra­
dición» (Ehrmann, 1976, 8). Que la cultura jurídica se define como 
«un conjunto de actitudes fuertemente vinculadas e históricamente 
condicionadas acerca de la naturaleza del Derecho, su rol social y 
político, la organización y operatividad del sistema legal, el modo en 
el que el Derecho es o debería ser elaborado, aplicado, estudiado, per­
feccionado y enseñado. La tradición legal relaciona al sistema legal 
con la cultura de la que es una expresión parcial» (Merryman, 1969, 
2). Que la tradición legal adquiere presencia autoritativa a partir de 
su «transmisión», institucionalizada o no, «de continuidades reales 
o imaginadas entre el pasado y el presente» (Krygier, 1986, 250). 

ô Se trata de hacer cierta la extendida consideración sociológica acerca 
de la diferencia entre el Derecho escrito y el Derecho en acción (véase comple­
mentariamente, Ehrmann, 1976, 4-ss.). 

21 En este último sentido, Erh-Soon Tay, 1985, 166. 
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Conforme a tales planteamiento se confirma que para conocer el 
Derecho no hay que realizar novedosos descubrimientos, sino sacar 
a la luz, como pretendiera DWORKIN, lo ya evidente, lo que forma 
parte de la tradición que conforma el modelo de razonamiento y valo­
ración. Porque «el Derecho es una práctica profundamente tradicio­
nal y debe continuar siéndolo» (Krygier, 1986, 239). En particular, 
para KRYGIER, un aspecto central del Derecho es la tradición legal, 
al estar constituida por un pasado real o imaginario fundamental para 
constituir y comprender el presente legal al poner de manifiesto las 
creencias, opciones, valores, decisiones, mitos y rituales cimentados 
durante generaciones. El pasado real o imaginario de la tradición jurí­
dica justificaría, a su vez, su carácter obvia y naturalmente autorita-
tivo^^ ]sjo se trata de negar radicalmente la posibilidad de cambio, 
sino de comprender que el Derecho es interpretación que sólo puede 
darse hermenéuticamente en la tradición a la que texto e intérprete 
pertenecen. El análisis de la tradición jurídica exige contemplar y aco­
plar su complejidad, aunque sin negarla. Y, esto , a su vez, exige con­
templarla como proceso o actividad de comunicación y transmisión 
de elementos culturales entre generaciones y, también, como objeti-
vización de depósitos históricos, de herencias actuales de pasado^^. 
Es verdad que KRYGER reconoce que existen muchas tradiciones 
inaceptables pero, en cualquier caso, afirma una presunción en favor 
del valor objetivo y de comunicación de la tradición, aunque con ella 
se contradiga una valoración subjetiva de la misma^^. Afirmaciones 
éstas, nos parece, que pueden verse abocadas a renunciar a la crítica 
de las formas degeneradas de actuar y valorar, es decir, de la injusti­
cia, la explotación, la tiranía... 

Aún es preciso continuar desgranando el sentido de la «cultura 
jurídica». Y al respecto nos será útil el planteamiento y las concre­
ciones de FRIEDMAN. 

Para FRIEDMAN, el concepto de «legalidad» es amplio, a lo que 
se une la imposibilidad de ofrecer una definición «verdadera» de 

^̂  Y es que, «(l)as tradiciones legales ofrecen sustancia, modelos, ejem­
plos y un lenguaje en el que hablar dentro de y sobre el Derecho» (Krygier, 1986, 
244). Por eso es tan difícil para el participante dar un paso atrás respecto de esas 
tradiciones y para el extraño incorporarse a ellas y entenderlas. Y, por eso, nin­
gún buen jurista confía en la positividad, sino que indaga en la «dimensión táci­
ta del Derecho» que alberga la tradición. Porque es ésta la que adquiere verda­
dera normatividad (al respecto, idem., 246-250). 

2̂  Sigue aquí a SZACIQ, en Szacki, 1971, 97-ss., véase BCrygier, 1986, 254-ss. 
24 AI respecto, Krygier, 1986, 257, 261-262. 
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Derecho^^ y de una ciencia del Derecho, dada la naturaleza de éste 
(aunque si quepa aplicar la ciencia al Derecho). 

El sistema jurídico tendría tres elementos: la «estructura», la 
«substancia»26 y el «mundo social». El «mundo social», a su vez, 
resulta del sistema legal, y está determinado por las «fuerzas socia­
les» que, como a FRIEDMAN, nos interesan especialmente porque 
dan sentido y origen al sistema jurídico en cuestión. 

Las «fuerzas sociales» son «en sí una abstracción» (Friedman, 
1975, 15), porque no actúan mecánica y directamente sobre el siste­
ma legal, sino como factores derivados de lo que la gente quiere, espe­
ra o actúa respecto de ese sistema legal. La «cultura legal» interac-
túa con la estructura y la substancia concretando el sistema legal al 
especificar lo que está bien y mal y es más o menos útil. Por eso, la 
cultura legal es: «aquella parte de la cultura general (costumbres, opi­
niones, formas de hacer y de pensar) que conduce a las fuerzas socia­
les hacia o lejos del Derecho en diversas formas» {idem., 15). 

El problema de esta difusa visión de la cultura legal es que se vuel­
ve confusa, cargando á los argumentos con importantes responsabi­
lidades de indefinición. 

Concretamos el objeto de nuestras preocupaciones. El concepto 
de cultura legal, igual que el de cultura en general, puede carecer del 
imprescindible rigor hasta transformarse, respecto de los aspectos 
cruciales, en teóricamente incoherente. Esto es el resultado, no del 
defecto de una argumentación en particular, sino de «problemas 
generales que acompañan el uso del concepto «cultura» como un con­
cepto explicatorio de los análisis teóricos del Derecho» (Cotterrell, 
1996, 14). A modo de apunte, y aunque no es éste el momento de dis­
cutir el sentido de los principios y standards valorativos que se pre­
tenden actuando en el marco del sistema jurídico, pensemos en la 
intrincada discusión sobre, ya no la valoración, sino la consistencia 
misma de los standards culturales, jurídicos, su diferencia de los habl­

as Al respecto, Friedman, 1975, 10-15. 
26 La «estructura» es la delimitación formal que resulta del cuerpo insti­

tucional del sistema manteniendo al proceso dentro de sus límites, la existen­
cia de tribunales y la asignación de sus funciones es una manifestación de la 
estructura del sistema. La «substancia», por su parte, se integraría por el con­
junto de reglas substantivas y referidas a cómo las instituciones deberían com­
portarse (véase Friedman, 1975, 14). 
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tos, su vinculación a las costumbres, su derivación de la ley, su fun­
ción, a pesar de todo, de completar la ley'cuando ésta dice poco e 
incluso contradecirla si dijera algo impertinente, su naturaleza crí­
tica de las conductas sociales, aunque su fundamentación se encuen­
tra en esas mismas conductas sociales, porque incorporan una pre­
tensión de corrección frente a conductas incorrectas...2^. 

4.1.2. Tras este, aunque breve, entrometido excursus volvemos a 
donde estábamos, la objeción a cuanto de confuso presentaba la defi­
nición de cultura jurídica de FRIEDMAN. Respondiendo a la misma, 
tratará el acusado de limitar el exceso de vaguedad de su narración. 
Para ello, destaca que los individuos y los grupos poseen intereses, 
valores y demandas que dan lugar a las fuerzas sociales relevantes para 
conformar el sistema legal. Por eso, «el Derecho de cada país es úni­
co, porque las culturas legales constituyen cuerpos de costumbres 
orgánicamente vinculadas a una cultura considerada como un con-
junto»28 (Friedman, 1975, 194-195). Aparentemente, se ha controlado 
la vaporización del concepto. Ahora, ya, la cultura legal, es el conjun­
to de patrones de comportamiento cultural proclamado por el siste­
ma legal del país al que éste define. Pues, «(c)ada nación... tiene su 
cultura legal distintiva» (Friedman, 1995, 209). Así, es el concepto de 
«nación» el que ultima el esfuerzo de definición jurídico-cultural. 

La cuestión que nos preocupa ahora es el precio a pagar por la 
reducción de la confusión, por la concreción del concepto jurídico-
cultural en t o m o a la definición de la nación. Pues puede estar argu­
mentándose a favor de la legitimación de todo sistema jurídico 
impuesto^^, a la par que se ofrecería una justificación de un conser­
vadurismo fiel al patrón tradicional de conducta victoriosa o vincu­
lada al poder establecido^^. 

2̂  Es por ejemplo representativo al respecto, Pattaro/1994, 177-ss. 
*̂ Si se prefiere: «(l)a cultura construye estructuras y éstas delimitan acti­

tudes porque definen lo que es posible, establecen lo que es usual y describen 
el círculo dentro del que debe rotar el entendimiento en esa cultura. Más aún, 
la estructura es una evidencia valiosa de una actitud» (Friedman, 1975, 209). 

^̂  Idea ésta que, sobre la noción de «proceso de estructuración» de GUID-
DENS, como estabilización de las respuestas culturales en estructuras sociales, 
maneja GESSNER (al respecto Gessner, 1994, 132-ss.). 

^° «Así, por ejemplo, el pasado peninsular suele relatarse diciendo que los 
españoles expulsan a los judíos y moriscos, cuando la simetría de la oposición, 
la coherencia del campo semántico, exigiría que se dijera que son los cristianos 
encaramados en el poder, no los españoles, los que provocan el exilio de los fie­
les de los otros dos credos» (Ridao, 2000, 58). 

2 4 © UNED. Boletín de la Facultad de Derecho, núm. 24, 2004 



LA «CULTURA JURÍDICA» Y EL «PLURALISMO JURÍDICO». PROBLEMAS DE.. 

Es decir, y concretando. Que los problemas de definición de la cul­
tura jurídica no se habrían resuelto. Porque ahora se enfrentan a los 
de definición y justificación de las culturas jurídico culturales nacio­
nales. Es más, el problema se agrava al introducir el presupuesto 
nacionalista. Porque las valoraciones, aspiraciones y patrones com­
partidos de una sociedad son difíciles de significar. El mismo FRIED-
MAN lo reconoce. La sociedad está estratificada, la base del Derecho 
es el conflicto, y cuanto más libre es la sociedad mayor diversidad y 
pluralidad exhibe. Por eso, la sociedad de las ftierzas sociales y la cul­
tura jurídica que FRIEDMAN reclama es, también lo reconoce, «una 
abstracción, en ocasiones peligrosa... Igual que el sistema legal» 
(Friedman, 1975, 17). Todo ello además de que cuando el término 
nación es sacado de los lindes de la definición jurídico-positiva es con-
flictivo y sólo consigue definirse a través de una relación circular con 
aquello que no se había conseguido definir previamente, el espíritu 
de sentimiento y valoración compartidos de un pueblo. 

El carácter abstracto de la cultura legal y del sistema legal orien­
tan a FRIEDMAN a una aún mayor «idealización» o abstracción del 
concepto de cultura legal por la que paulatinamente irá decantán­
dose. Pues si hasta ahora viene reconociendo una cierta base mate-
ñal, fáctica respecto de la «cultura jurídica», sucesivamente y enfi-en-
tado a los problemas que genera su planteamiento nacionalista, debe 
retomar su abstracción, «gaseando» a la cultura jurídica para privarla 
del elemento fáctico del comportamiento y definirla como «el con­
junto de ideas, actitudes, valores y creencias que la población sos­
tiene sobre el sistema legal» (Friedman, 1986, 17). Definición ésta 
permanentemente reiterada por FRIEDMAN en los 90s3i y que con­
solida su reformada perspectiva desmaterializadora e idealizante. 
Pero cuando se le acusa de servirse de un recurso estético, relacio­
nado con «los pensamientos e ideas sostenidos por algún público», 
poco contrastado y carente de rigor, responderá, nuevamente un paso 
atrás hacia la confusión, que la idealidad también contacta con la rea­
lidad material conductual, pues los estados de la mente «son afecta­
dos por hechos y situaciones en la sociedad como conjunto y, con­
secuentemente, conducen a acciones que tienen impacto sobre el 
sistema legal» (Friedman, 1996, 35). 

Los problemas de la definición de «cultura legal», comprobamos, 
permanecen. Porque, o la argumentación se desarrolla en el nebu­
loso ámbito de la idealidad, o se intenta dotar a la cultura jurídica 

31 Así, en Friedman, 1990, 4 y Friedman, 1994, 118 y 120. 
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de una cierta materialidad, un agarre fáctico que la abocan como jus­
tificación del sistema político-jurídico. Pero esto conlleva una arries­
gada, poco justificada, conftisión del sistema normativo positivo con 
el sistema ideal de justicia del grupo «apoderado» para definir la cul­
tura nacional. 

4.1.3. Como la apelación a la cultura jurídica se enfi-enta tanto al 
problema fundamental de su definición, cuanto a aquellos que sur­
gen cuando se instrumentaliza esa indefinición en favor de procla­
mas conservadoras, hegemónicas, nacionalistas y propulsoras de los 
intereses de un grupo frente los demás, para muchos se tratará de 
flexibilizar ese concepto de cultura jurídica que ha sido entendido 
como cultura nacional 

Así, CHIBA responderá a las acusaciones tratando de eludir los 
presupuestos políticos nacionales que habitualmente adopta la defi­
nición de la cultura jurídica. 

La «cultura jurídica» resultaría de la conexión del patrón de pen­
samiento y acción de una población con el Derecho. Éste estaría inte­
grado por el «sistema legal» —conjunto sistematizado de reglas lega­
les y principios subyacentes a las mismas—, y el «orden legal» 
—orden de comportamiento de una población que en cierta medida 
puede desviarse de los patrones de conducta oficialmente procla­
mada—. 

La cultura legal es cultivada por el «sujeto cultural», que adquiere 
significación esencial. El sujeto cultural, así, se constituye en el suje­
to legal. Pero, no porque sea una persona legal, definida por el siste­
ma legal, ni porque esté limitado por la definición de una entidad típi­
ca como la nación o la tribu, pues puede ser trasnacional, regional, 
locaP2 (p.ej., una aldea) étnica, religiosa, profesional (gremios, cole­
gios y asociaciones). Sino porque «es un colectivo socio-cultural que 
tiene su propio orden social. Este colectivo... cultiva su propia cultu­
ra legal, una fase específica de su cultura general, y moldea un siste­
ma legal y un orden legal desde su cultura legíil» (Chiba, 1987, 9). 

Planteamiento de CHIBA. La cultura jurídica debe mantener su 
identidad y su continuidad (aunque sus elementos aparentes pue­
den sufrir alguna transformación). Esto exige que los miembros de 

2̂ Porque «(e)l pluralismo legal es un formato necesario de una cultura 
legal; la cultura legal de un sujeto legal mantiene su identidad en tales estruc­
turas plurales» (Chiba, 1987, 11). 
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la cultura legal estén convencidos o cuando menos defiendan una 
idéntica cultura legal. También, que se dé cierto grado de respeto 
o de defensa de la convicción entre las personas afectadas. Y que 
la cultura jurídica pretenda mantenerse como básicamente inmo-
dificada y continua, «en otras palabras, un principio postulativo 
"que posibilita a la gente mantener su identidad cultural en el Dere­
cho"... "el postulado de la identidad de una cultura legal"» (Chi­
ba, 1987, 11). 

Pero, para que el planteamiento adquiera verdadero sentido debe 
responder CHIBA a la pregunta de cuál es, y de quién, esa cultura 
legal que se trata de defender y tolerar. 

Y la respuesta, nos tememos, es poco satisfactoria. Porque per­
siste en la definición homogéneamente gaseosa de la cultura jurídi-
ca^^. Y, además, reclama como culturas legales, y así dignas de res­
peto, las de los grupos poseedores de tradiciones de comprensión y 
comportamiento propios^^ (asociaciones religiosas, de individuos, 
étnicas, profesionales...). Ahora bien, problema, es que es precisa­
mente el significado de «tradiciones de comprensión y comporta­
miento propios» lo que se debía definir. 

4.1.4. El nivel alcanzado en la actualidad por los estudios acerca 
de la cultura jurídica muestra que no se propone ninguna significa­
ción de la cultura legal de carácter explicatorio. Porque su definición 
incorpora tanta oscuridad que obstruye la posibilidad de responder 
a la cuestión fundamental planteada desde el comienzo: ¿qué es lo 
que abarca exactamente el concepto de cultura legal y cuáles son las 
relaciones entre los diversos elementos que se dicen incluidos en la 
misma?» (Coterrell, 1996, 15). Esto nos lleva a afirmar la irrepara­
ble pérdida del concepto de «cultura jurídica». Porque éste se incor­
pora como una categoría residual que califica a un medio ambiente 
de creencia, pensamientos e instituciones refiriendo una realidad 
contingente generada por diversos factores, «"una visión de sentido 
común" de la cultura» (idem.) y la «cultura nacional» como una for­
ma de agregado de los distintos factores en cuestión. 

Todo esto casa muy mal con las elevadas pretensiones de concebir 
a la «cultura jurídica» como el presupuesto, el factor de definición y 

"Atiéndase a Chiba, 1987, 9. 
^^ Frente al que ya nos advertía FRIEDMAN en su «Legal cultures and 

social development». 
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la consecuencia del sistema jurídico. Y es que, si se afirma que una 
particular cultura legal existe, entonces y sobre los mismos presu­
puestos, afírmese que existen y coexisten cultura política, cultura reli­
giosa, cultura científica y otras muchas. Pero, resuélvase el problema 
analítico, de definición: «¿cuáles son los límites positivos de cada una 
de esas culturas y qué tipo de relaciones se establecen entre las mis­
mas? Si es imposible responder satisfactoriamente a estas cuestiones 
y a por qué las divisiones del mundo en diferentes culturas no pueden 
tomarse en serio es por la indeterminación inherente al término de 
"cultura". Ésta... es simplemente imposible de definir de forma que 
pueda satisfacer las demandas de una observación sociológica o una 
investigación empírica rigurosa» (King, 1996, 126-127). 

Es cierto que los defensores de la cultura jurídica, entre ellos 
FRIEDMAN y CHIBA, suelen reconocer la amplitud y vaguedad del 
concepto, su carácter abstracto, que se sirve, a falta de datos^^^ ¿Q una 
evidencia débiP^, que tiene un carácter altamente estimativo^^... Pero, 
entonces, será también verdad que la apelación a la «cultura jurídica» 
es estética, estimativa, poco rigurosa y abre una peligrosa vía de jus­
tificación de cualquier propuesta homogeneizadora^^. Pues el con­
cepto, positivamente, puede explicar demasiado, en realidad, cualquier 
cosa que suceda o deje de suceder en el sistema legal. Pero, al tiempo, 
explica demasiado poco, «porque la atribución de tanto a la cultura 
legal, cuando ésta incorpora tantos elementos indeterminados y ope­
ra sobre tantos niveles de generalidad, es incapaz de identificar los fac­
tores particulares que generan de una diferencia respecto de la situa­
ción del Derecho» (Cotterell, 1996, 20). Es decir, en sentido negativo, 
a la cultura jurídica la define lo inconcreto, lo inseguro, lo no positi-
vizado —o sí, depende—, lo variable y lo que no se puede definir. 

Llegados a este punto, ya podemos sustituir la vieja pregunta de 
qué es... por la nueva, y más relevante, de: qué necesidad hay y qué 
virtud otorga introducir el concepto empíricamente variable y teóri­
ca y analíticamente inconsistente de cultura legal. 

En ocasiones, la respuesta apela a las dificultades de los estudios 
jurídicos para ofrecer argumentaciones científicas. Esto, para algunos. 

5̂ Pues, la «cultura legal moderna»: «es menos una exposición de datos 
que una invitación a aquellos datos que podrían mostrarse, si tuviéramos los 
datos, aunque no los tenemos» (Fridman, 994, 119). 

^̂  Atiéndase a Friedman, 1975, 204. 
3̂  Atiéndase ahora a Friedman, 1994, 119 y a Chiba, 1987, 9. 
38 Al respecto y complementariamente, Cotterrell, 1996, 20-21. 
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justifica el regreso a concepciones marcadamente vagas («útiles bloques 
de construcción susceptibles de ser integrados por categorías menores 
y orientativas»^^), y lo que es peor, peligrosas. Ya lo había destacado 
BAYEFSKY: como el positivismo legal actualmente triunfante se sirve 
de un aparato teórico y iusfilosófico que renuncia a ofrecer standards 
o fundzmientos desde los que descirrolleír la crítica del Derecho, se incen­
tiva la labor de todos aquellos que tratan de rellenar el vacío moral deja­
do con concepciones que, apeirentemente, casan bien con esa neutrali­
dad de fondo al articularse conforme a una comprensión cultural 
relativista^^. Pero ello nos devuelve a antiguos problemas relacionados 
no sólo y tanto con el carácter metafísico de las afirmaciones, cuanto 
con la incapacidad de dotarlas de significación inteligible y comparti­
da que sirva de base para cualquier análisis fecundo. 

5. El concepto de cultura jurídica no aparece espontánea e ino­
centemente, dice ERH-SOON, sino en favor de un concepto de la 
nación característicamente emotivo, confuso, hermanado a la tradi­
ción antropológica..., y de efectos poco recomendables'**. 

El concepto moderno de Estado surge y se desarrolla en los siglos 
XVI, XVII y XVIII tratando de sepíirar y distribuir el poder. Justo por 
eso no tardará mucho en afirmarse que los Estados son las entidades 
que concretan paulatinamente lo que, gracias a su dominio, concretan 
como substrato artístico, político, jurídico, tecnológico... Y, se llega al 
concepto de la «cultura nacional», vinculado al de Estado, pero repre­
sentante del fruto de lo más íntimo y «espiritual» de cada pueblo. Cul­
tura y nación se hermanan para actueír como conceptos políticos bási­
cos que sirven tanto para superar la separación entre Derecho y moral, 
cuanto para legitimar a la nación política en virtud de su carácter de 
«cultura nacional» para generar su propia «cultura jurídica»'*^. 

Pero, situados ya en los comienzos del siglo XXI, lo único que para 
muchos han demostrado más de dos siglos de nacionalismo político 

39 Al respecto, Friedman, 1996, 37 y 33. 
''*'Atiéndase al respecto a Bayefsky, 1998, 265. 
^' Y es que, «al proclamar esa tradición el concepto bolista de "cultura" y 

"culturas" ha pretendido aglutinar la "esencia" o el carácter de un pueblo, de un 
grupo o de una clase en particular, considerando a éstos constitutivos de una 
totalidad sistemática» (Erb-Soon, 1985, 166). 

'•2 «Ha sonado la bora del nacionalismo... ese dramático intento y no con­
cluido momento de la bistoria en que la nación se tiene por una realidad maci­
za, tan natural, obvia y concluyente como un fruto o un peñasco, aunque... inde­
finible, inapresable a través de la razón o los sentidos» (Ridao, 2000, 41-42). 
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es que la cultura nacional surge de un cultivo de invernadero'^^ que crea 
concavidades respecto de la universal cultura del ser humano. Y, gene­
ralmente, no se niega que pueden darse formas de simpatía conduc-
tual o valorativa compartida, sino que no se acepta que la identidad 
nacional cultural exista con un contenido esencial, espiritual que jus­
tifique normativamente «preservar su pureza prístina y virginal, incon-
dicionalmente valiosa y digna» (García Sierra, 2000, 427). Entiénda­
se, pues, que el problema mayor no es la afirmación de ésta o aquella 
cultura, sino la conversión, «ya simple ideología metafísica» (idem., 
422), de la afirmación de que existen culturas en la otra que reclama 
que éstas son culturas nacionales titulares de un derecho normativo'^'' 
que pone a la «cultura legal» al servicio de los intereses substantivos 
del Estado jurídico, ya convertido en Estado nacional espiritual. 

Si la ideología es «un conjunto de creencias y de valores a expli­
car a través del interés (no-cognitivo) o de la posición de algún gru­
po social» (Elster, 1985, 123), la cultura jurídica sirve para imponer 
la ideología de la cultura. Se reactualiza el debate entre la propues­
ta universalista, democrática y de los derechos y la vieja concepción, 
de nuevo cuño cultural, que defiende su ideal relativista soberano 
fi-ente al «imperialismo culturalw'*^. En esta rearticulada dicotomía, 
los derechos humanos del actual Derecho internacional son occi­
dentales, extraños... culturalmente dependientes. La universalidad de 
los derechos humanos es falaz^^» (Bayefsky, 1998, 249-250). 

'^^ Por eso, el concepto de «"identidad nacional" no se gestó e incubó en la 
experiencia humana "de manera natural", no surgió de esa experiencia como una 
verdad palmaria. Esa idea fue metida a la fuerza en el Lebenswelt de los hombres 
y mujeres modernos, y llegó como una ficción... La identidad nacida como una 
ficción necesitó de mucha coerción y persuasión para solidificar y condensarse en 
una realidad (...en la única realidad imaginable); y el relato del nacimiento y la 
maduración del Estado moderno rebosaba de ambas» (Bauman, 2003, 5) 

'*'* Si se prefiere, la reivindicación de los hechos diferenciales conforme al 
expediente cultural sólo «se explica ideológicamente en función de los presu­
puestos políticos de independencia» (García Sierra, 2000, 431). Porque, «(i)nvo-
car la identidad cultural para justificar una política conservacionista de la len­
gua o de las instituciones de un pueblo es sólo un gesto vacío, ideológico, 
propagandístico» (Bueno, 1996, 176). 

45 En el mismo sentido, van Dijk, 1999, 176, 159, Howard, 1995, 61. 
^^ Básicamente, porque: uno, como el absolutismo del relativismo cultu­

ral «confunde el principio con la práctica, afirma que el principio universal de 
los derechos humanos es insostenible pues en la práctica no son universalmen-
te reconocidos». Dos, «no representan un ideal cultural universal». Y, tres, «las 
culturas indígenas sustituyen los derechos humanos por bienes sociales» 
(Howard, 1995, 53-54). 

30 © UNED. Boletín de la Facultad de Derecho, nüm. 24. 2004 



LA «CULTURA JURÍDICA» Y EL «PLURALISMO JURÍDICO». PROBLEMAS DE.. 

Sin embargo, nos tememos, «(n)ada hay romántico en los recla­
mos de soberanía cultural. El argumento se encuentra firmemente 
enraizado en las viejas estrategias de no-interferencia, supremacía y 
control. Sus defensores no se guían por un sentimiento reverente con 
la tolerancia como un valor a tener en cuenta. Su objetivo es la liber­
tad para practicar la intolerancia sin criticismo externo»'*^ (Bayefsky, 
1994, 260). 

¿Por qué? Pues porque la «tolerancia cultural» pretendida des­
de el culturalismo se asienta sobre dos presupuestos que actúan a 
favor de la concepción de «soberanía cultural», pero que son falsos. 
Uno, que el relativismo cultural o moral es correcto. Su falsedad 
radica en su incoherencia interna. Porque supone aplicar la relati­
vidad de los valores morales a todo excepto a la misma relatividad 
de los valores morales. Además, el relativismo cultural impide la crí­
tica externa del aspecto substantivo de las reglas, lo que «impide el 
reconocimiento y la denuncia incluso de un mal radical» (Bayefsky, 
1998, 263). Por eso, debe evitarse la confusión cultural relativista 
entre la diversidad cultural y el enriquecimiento moraP^. Segundo 
presupuesto, ese relativismo promueve del mejor modo el valor de 
la tolerancia. Presupuesto nuevamente falso, porque lo que la rea­
lidad muestra es que el relativismo cultural sirve más y mejor a los 
dictadores. 

Lo que se objeta, así, es una forma de relativismo cultural que, 
para adquirir verdadero sentido político-jurídico se convierte en ün 
relativismo cultural «duro». Conforme al mismo, cada cultura posee 
unos valores propios, monolíticamente incorporados por toda| la 
población, que sirven de patrón de valoración de toda desviación y, 
curiosamente, coinciden con un orden normativo fáctico. Además, 
el resto del mundo y de las culturas no pueden juzgar a ninguna cul­
tura. Y se objeta porque este modelo es escasamente respetuoso con 

'*̂  Por eso suele servirse de la libertad democrática. Porque la dialéctica 
interna en la concepción político-liberal puede continuar inteiminablemente ya 
que su misma estructura de definición no garantiza soluciones cerradas defini­
tivamente (al respecto, Bayefsky, 1998, 267) (véase Sartori, 2003, 75-ss.). 

"** Véase compleentariamente, Garzón Valdés, 1997, 13-ss. Y es que: «no 
es lícito moralmente aceptar incondicionalmente toda variedad de vida por el 
solo hecho de ser diferentes La diversidad tomada por sí misma no tiene nin­
guna connotación mored positiva... Su legitimidad está directamente vinculada 
con la medida en que respeten y garantice a todos los individuos que la practi­
quen la posibilidad de satisfacer sus intereses...» (Garzón Valdés, 1997, 22). 
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la libertad, el compromiso, el consenso y la autonomía de la volun­
tad que exige un juicio universal racionalmente justificado'*^. Téngase 
en cuenta que como los defensores de la cultura jurídica permanen­
temente la ponen en relación con la tradición y los «modernos» pro­
cesos de socialización, que ya traen el antiguo origen aristotélico del 
adiestramiento o la educación en la virtud tradicional^^, el reducto 
constructivo y crítico de subjetividad queda anulado^^. 

La debilidad de la cultura como creación ideológica al servicio de 
intereses partidistas unida a una realidad que aplasta paulatinamente 
las fronteras laborales, políticas, jurídicas, económicas, sanitarias, 
ecológicas, religiosas, de comunicación, de información... advierte 
acerca de un nuevo fenómeno naturalmente consecutivo a la caída 
del mito cultural nacional. No se trataría de la desaparición del Esta­
do jurídico, aún resulta utópico pensar en un «Estado de Derecho 
universal», sino más bien del progresivo y natural debilitamiento del 
Estado-nación52, que ve como su soberanía es interna y externamente 
cuestionada y su autonomía se debilita paulatinamente^s. Esto no tie­
ne por qué significar, ni de hecho significa, la desaparición del Esta-

49 Corroboran Erh-Soon, 1985, 168, Ghezzi, 1989, 339; véase Taylor, Wal-
ton, Young, 1975, 224. 

0̂ Al respecto Ehrmann, 1976, 7-10. Acerca de la relevancia de la educa­
ción para la «invención de la tradición» a favor de la construcción de comuni­
dades históricas, Hobsbawm, 2002 a), 20-21. 

51 Advierte en este sentido, p.ej., Alexander, 1989, 241. 
5̂  En este mismo sentido y complementariamente, Held, 200,6-ss. Pues, «(a) 

medida que fundamentales procesos de gobernación se sustrae a las categorías 
de la nación-Estado, las tradicionales soluciones de carácter nacioneil de las cues­
tiones clave de la teoría y la práctica democrática aparecen cada vez más gasta­
das» (Held, 2000, 8). «La rápida "desubicación' de la sociedad, la cviltura y la eco­
nomía está interfiriendo en las condiciones fundamentales de existencia del 
sistema de Estado europeo, que se creó sobre una base territorial surgida en el 
sigo XVII y que todavía define a os más importantes actores colectivos... tres aspec­
to de la erosión de las prerrogativas del Estado-nación: el declive de la capacidad 
de control de Estado; los crecientes déficit en la legitimación de los procesos de 
toma de decisiones; y una incapacidad creciente de realizar el tipo de funciones 
organizativas y de gobierno que ayudan a asegurar la legitimidad» (Habennas, 109, 
5). Al final, que «el Estado ya no tiene el poder o el deseo de salvaguardar su matri­
monio firme e inexpugnable con la nación. Los coqueteos extramatrimoniales e 
incluso los adulterios son tan inevitables como permisibles, y con frecuencia bus­
cados de todo corazón e intensamente» (Bauman, 2003, 6). 

53 Al respecto y complementariamente, Tamanaha, 2001, 120-ss. y Hobs-
bawn, 1994, 576. 
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do. Pero sí reclama una nueva comprensión de sus prácticas de 
gobierno y jurisdicción que, incluso, pueden llevar a pensar en «ün 
Estado más activista» (Held, 2000, 5). 

I 

La nueva concepción político-jurídica a la que aboca la debilidad 
de la vieja nación apunta «(u)n nuevo orden mundial que aparece, 
no bajo sones de trompeta, sino con más substancia... El Estado no 
está desapareciendo, se disgrega en sus partes separadas y funcio-
nalmente distintas. Estas partes, —tribunales, órganos ejecutivos, de 
reglamentación, incluso legislativos— trabajan con sus contrapartes 
extranjeras creando una densa red de relaciones que constituye ün 
orden nuevo y transgubernamental. Los problemas internacionales 
de hoy —terrorismo, crimen organizado, degradación medioam­
biental, blanqueo de dinero, incumplimientos bancarios, seguridad 
frente al fraude...— crearon y sostienen esas relaciones» (Slaughter, 
1997, 184). 

La obstinación en la pervivencia de distintas culturas jurídicas 
sólo formula trabalenguas buenos para quienes les gusten los traba­
lenguas. Pero muy confusos respecto de cualquier esfuerzo clarifi­
cador del objeto de análisis^"*. No cabe afirmar que existe un cordón 
que abarque las actividades de jueces y profesionales del Derecho de 
un cierto territorio^s, y que todo lo que ocurre dentro de ese cordón 
es la «cultura jurídica»^^. Por eso, insistir en la vitalidad conceptual 
de la cultura jurídica es correr el riesgo de caer en concepciones par­
tidistas e ideológicas de la sociedad y de estereotipos nacionalistas 
que ignoran los irreversibles y manifiestos efectos de la apertura al 
control externo de la razón porque que no interesan a su definición 
de cultura jurídica. 

54 Atiéndase a King, 1996, 132-133. Y es que, la cul tura y la cul tura jur í ­
dica son conceptos encerrados en una botella que cuando se abre, se vaporizan 
(ref. de WELSCH en Tie, 1999, 26). 

55 Destaca NELBCEN en relación con la «cultura jurídica», y en particular 
frente a BLAKJENBURG (en concreto Blakenburg, 1996, 41-ss.), que existe gran 
variación entre los resultados ofrecidos por los tribunales de un mismo Esta,do 
o de Estados que participan de la misma comprensión substantiva y procedi-
mental del Derecho respecto de asuntos similares (al respecto, Nelken, 1996 b), 
70-ss.). 

56 Así, «la idea de que las características nacionales determinan forma y 
contenidos de las leyes, los tribunales, las actitudes y comportamientos de jue­
ces y profesionales del Derecho de cada población debe ser inexcusablemente 
cuestionada dada la sociedad global en la que todos vivimos» (King, 1996, 132). 
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6. La indefinición del término cultura y la vaguedad, amplitud e 
incoherencia de la cultura jurídica llevan tanto a cuestionar la uni­
dad política de homogeneidad interna por excelencia, la nación, 
cuanto a un reclamo para que desde el Derecho se contemplen las 
controversias públicas y privadas discursivamente y con mayor pers­
pectiva que la folclórico o napoleónica. Pues el creciente intercam­
bio intelectual, material y personal global obstruye la confusión de 
la razón individual con el límite territorial. 

En este marco resulta fundamental comprender que no se trata 
de incurrir en la discusión generalísima sobre la «globalización». 
Sino, más bien, de reconocer que estamos «en un mundo en el que, 
con escasas excepciones notorias, los límites nacionales no sirven ni 
para sostenerlo, ni para protegerlo. Los gobiernos nacionales care­
cen de poder para evitar los efectos de las fluctuaciones del merca­
do internacional y no pueden frenar la repercusión de los inmigran­
tes y de Madonna sobre su herencia cultural»^^ (King, 1996, 122). Y 
que no hay argumentos universalmente valiosos para sostener que 
todo esto sea malo o injusto, mientras que lo decidan los individuos. 

A la intemacionalización de las relaciones individuales y suprain-
dividuales, se unen las manifestaciones prácticas concretas de la tras-
nacionalizacion de la cultura jurídica: intemacionalización de la teo­
ría del Derecho y de la legitimidad política, abarcando democracia 
y derechos individuales; creciente intercambio internacional de estu­
diantes de Derecho, de abogados y de investigadores jurídicos; des­
arrollo y trascendencia teórica y práctica de la disciplina del Dere­
cho Comparado; proliferación de empresas jurídicas de ámbito 
trasnacional y con personal de distintas nacionalidades; vínculo de 
afinidad entre los distintos juristas independientemente de las fron­
teras geográficas^^ y, entre ellos los jueces, cada vez más conscien-

5̂  Y es que, «(e)n el período contemporáneo se han producido cambios 
en ámbitos sociales y económicos diversos que en su conjunto han creado for­
mas singulares de interconexión regional y global que son más extensa e inten­
sas que nunca, que están poniendo en cuestión y reconfigurando nuestras comu­
nidades políticas y, en particular, algunos aspectos del Estado moderno» (Held, 
2000, 4). Por todo ello, «(e)l espectáculo que ofrecía Irán al imponer la hijab 
sobre sus mujeres es tan absurdo como el intento de Francia de boicotear el 
inglés en las conferencias internacionales en su territorio» (King, 1996, 122). 

58 Al respecto, Tamanaha, 2001, 128, Pardieck, 1996, 457-ss, Daly, 1996, 
308, 313, muy ilustrativo. La Torre, 1999, 182-ss. 
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tes de que participan en una red en la que el conocimiento y la com­
prensión de las decisiones de sus colegas resulta fundamental para 
el desarrollo de su actividad^^; trascendencia innegable del Derecho 
Internacional privado y consiguiente apertura .interjurídica... 

Esta visión del fenómeno jurídico se complementa adecuada­
mente asumiendo y destacando la naturaleza comunicativa y auto-
poiética del Derecho. 

La naturaleza comunicativa y discursiva del Derecho denota su 
capacidad para reducir la complejidad respecto de las expectativas 
de comportamiento. Comprender el Derecho comunicativamente sig­
nifica entender que el discurso jurídico constituye al Derecho, que 
posee autonomía, integridad, unidad^°, criterios de conocimiento y 
validez propios, y de constitución de los objetos a los que se refiere. 
El carácter autopoiético de Derecho refiere que en los diversos tiem­
pos, lugares y situaciones, el Derecho reconstruye como Derecho los 
sucesos que tienen lugar en el medio externo al sistema jurídico. Así 
el Derecho «se hace autónomo frente a la comunicación social» 
(Teubner, 1989, 742) presentándose como sistema autorreferencial, 
«circular y cerrado» (Teubner, 1988, 2) y de comunicación que crea 
sus objetos, criterios de verdad y de validez. 

Poniendo en juego la concepción discursiva y autopoiética del 
Derecho con la noción de cultura jurídica nacional, toma cuerpo la 
cuestión de ¿sobre qué es circular el Derecho? Si se prefiere ¿de dón­
de toma sus criterios internos de selección? 

Como la realidad global ha traspasado cualquiera de las defini­
ciones habituales de las culturas y el Derecho entiende como tal lo 
que traslada comunicativamente como la legalidad del Derecho, se 
dificulta el reclamo de una cultura jurídica particular sobre la base 
de la especificidad de procedimientos y tradiciones. La forma en la 
que el Derecho trata de reducir la complejidad consiste básicamen­
te en la atribución de expectativas jurídicas^^ con independencia de 

59 Atiéndase a Slaughter, 1997, 186. 
'̂̂  Al respecto, Luhmann, 1988, 12-ss. 
1̂ Dicho de otra forma, «(p)ara el Derecho el significado de la cultura es 

seleccionado y reducido a aquello que el Derecho mismo contempla como de 
posible control a través de los significados del Derecho» (King, 1996, 126). Ésto 
es, entendida la cultura en los términos en los que habitualmente es presenta­
da, sirve al Derecho como excusa para definir una cierta opción ideológica fren­
te a otra. 
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las tentativas de solución particulares y sus ilegítimas pretensiones 
de imputación cultural^^. 

7. Las concepciones pluralistas del Derecho parten del cuestio-
namiento del dogma centralista conforme al que todo y el único Dere­
cho es el Derecho del Estado^^. 

Tras los fundamentales prolegómenos de MAQUIAVELO, HOB-
BES, de BODIN..., la revolución ilustrada sirvió, como reconocería 
COMTE, para terminar con el viejo concepto de organización y nor-
mación social a favor de una racionalización del Derecho, que diría 
WEBER, que en la época tomo el cuerpo de una Codificación favo­
rable al Derecho del Estado. Las pretensiones codificadoras centra-
lizadoras favorecían al Emperador, y la pluralidad normativa pre­
tendió ser definitivamente expurgada por una concepción estatista 
favorable a una lógica aplicación exegética. 

La sociología jurídica ha asentado una concepción fuerte del plura­
lismo jurídico que hoy se mantiene. Conforme a la misma, en todas las 
áreas sociales coexisten más de un único sistema legal, y «todas leis socie­
dades se encuentran caracterizadas por el pluralismo legal... porque más 
de un sistema 'legal" coexiste en la misma área social» (Tamanaha, 2001, 
171). Actualmente, y aun sin tomcir en cuenta los regímenes coloniales 
y post-coloniales, este nuevo «pluralismo legal» «es tan comúnmente 
aceptado que puede ser asumido» (Riles, 1994, 641). 

En los comienzos del siglo pasado, EHRLICH diferenciaba el 
Derecho vivo en las formas sociales del formeilismo del Derecho escri­
to y de los juristas y tribunales. Se trataba de comprender y respon­
der desde el Derecho a las plurales exigencias de las sociedades indus-

^̂  Así, «(l)as diferencias locales pueden interesar como ejemplos del Dere­
cho a la hora de resolver los difíciles problemas de su reproducción. Pero, extra­
polar de estos ejemplos reglas generales relacionadas con las causas y los efec­
tos de los cambios legales no es una cuestión que interese a la concepción 
autopoiética del Derecho. Esto no quiere decir que nadie deba intentarlo, sino 
que cualquiera de esos esfuerzos privilegia alguna noción apriorística de cau­
salidad que pasa a incorporarse en la interminable competición entre las "ver­
dades" y las distintas y conflictivas versiones de lo real» (King, 1996, 127). 

*̂  La relevancia y actualidad de la concepción pluralista del Derecho resi­
de en la urgente necesidad de re-examinar «en qué sentido y amplitud la doc­
trina legal puede vincularse realmente a las demandas y requerimientos de la 
experiencia social cotidiana de los ciudadanos individuales» (Cotterrell, 1995, 
307). 
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trializadas que en el siglo XIX vieron cómo se multiplicaban los cuer­
pos sociales organizativos y representativos. Sin embargo, el curso 
del siglo XX fue exhibiendo su fidelidad a una noción jurídico-racio-
nalizadora que se instrumentalizó, tanto práctica como teóricamen­
te, recordemos a SCHMITT y KELSEN respectivamente, en favor de 
un Derecho único al servicio del Estado centralizado. 

Las concepciones pluralistas ya no podrán obviar la repercusión 
de tales planteamientos, lo que les acucia con importantes y urgen­
tes problemas de definición^^. 

Por eso, nuestro interés se centrará las dificultades añadidas de 
definición del pluralismo jurídico que genera la apelación a la cul­
tura jurídica. 

8. La debilidad del concepto de «pluralismo jurídico» la fomen­
tan en gran medida las dificultades analíticas propias a la concreción 
que el concepto presenta. Dificultades que se agravan por el exten­
dido recurso pluralista al indefinido concepto cultural. Esto explica, 
en cierto sentido, la escasez de resultados que el concepto atrae y sus 
problemas para diferenciar cualquier normatividad social de la nor-

^^ Y es que, a partir de los 90s, «el pluralismo legal rejuvenece al Derecho 
estatal como un concepto teórico fundamental. Las fuertes críticas al centralis­
mo legal que caracterizaron los anteriores discursos pluralistas, como el de Grif-
fith, se han moderado., ahora, el concepto de un poder legal centralizado es con­
siderado tan indispensable como problemático. Los pluralistas legales reconocen 
que el Derecho del Estado continua dominando las concepciones del orden 
socio-legal» (Tie, 1999, 162-163) (corrobora Cotterrell, 1995, 307). Igualmente, 
señala CORSSALE que la ideología imperante del Derecho es aún estatista, a 
pesar de los esfuerzos pluralistas y de sus concepciones flexibles del Estado. Por 
eso propone que el debate actual sobre el pluralismo jurídico se centre en dis­
cutir las dos alternativas del legislador frente a la pluralidad de los grupos socia­
les: o bien reforzar la legislación especial, en un esfuerzo por regular estátal-
mente todas las necesidades especiales de los distintos grupos, y ello a favor de 
la seguridad jurídica y, se dirá, de la propia ideología centralizadora. O bien 
incentivar la decisión judicial, en un esfuerzo por aportar razonabilidad a la deci­
sión en relación con los distintos intereses presentes en cada caso (atiéndase a 
Corssale, 1994, 99-100). Al respecto, SIMÓN y EHRMANN destacan la relevan­
cia de la actuación judicial para superar los obstáculos con los que tradicio-
nalmente se encuentran los grupos marginados (Simón, 1997, 507-ss., Ehrmann, 
1969, 10-11). También la relevancia que actualmente adquieren las doctrinas 
principialista y argumentativas legislativas y judiciales es, en parte, manifesta­
ción de ese esfuerzo por dar una cierta salida descentralizadora y contraria a la 
ideología estatista. 
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m a t i v i d a d es ta ta l . P r o b l e m a s és tos que , a su vez, p u e d e n deb i l i t a r el 
s en t i do de los d e r e c h o s ind iv idua les . 

La escasez de resultados del pluralismo jurídico deriva de sus 
nudos analíticos. Uno de los problemas que dificultan su definición 
es la variedad de contextos desde los que ese pluralismo se define, el 
contexto de los filósofos del Derecho, de los constitucionalistas, inte­
resados básicamente por la confederación de sistemas jurídicos, el 
de los historiadores legales que piensan en los sistemas trasplanta­
dos de Europa, el de los sociólogos del Derecho de inspiración antro­
pológica... Cada uno de esos contextos de definición se caracteriza, 
a su vez, por su falta de acuerdo acerca de la definición del plura­
lismo jurídico^^. Ubicados en el marco iusfilosófico, parece acuciar 
un necesario planteamiento interdisciplinar pero, también, de apa­
rente cierre frente a la cuestión. 

El problema iusfilosófico para concretar qué es el pluralismo jurí­
dico radica, destaca TAMANAHA^ ,̂ en que los pluralistas conciben 
el Derecho como un conjunto singular de fenómenos definibles por 
su esencia. Pero luego son incapaces de encontrar esa esencia^^ y la 
discusión es sobre el concepto de Derecho a manejar. Aunque apa­
rentemente sí acordarían en que hay plurales fenómenos relaciona­
dos con el Derecho en todas las áreas sociales que no siempre tienen 
origen gubernamental^^. 

Ahora bien, así las cosas, la definición del Derecho puede comen­
zar a deslizarse por una pendiente de creciente indefinición y tri-
vialización que volvería a cualquier fenómeno normativo suscepti­
ble de ser considerado Derecho. Y, entonces, pudiendo ser todo 
Derecho, en realidad, nada es Derecho^^, declarándose que urge 
delimitar la normatividad jurídica de otras que surgen en el marco 
sociaF°. Téngase en cuenta que si lo que se propone, como algunos 
ejemplifican, es flexibilizar la relación entre los social y lo legal has-

5̂ Véase complementariamente Chiba, 1998, 228-229. 
^̂  Atiéndase a Tamanaha, 2001, 171. 
^̂  El esencialismo pluralista aparece cuando se define el todo del Dere­

cho, bien como orden de conductas, o como ese orden caracterizado por la con­
dición de la coacción. Pero ambos intentos fracasan. 

*̂ Por eso, «el corazón del credo pluralista es que hay otros tipos de órdenes 
normativos no vinculados al Estado que son "Derecho"» (Tamanaha, 2001, 173). 

6̂  Al respecto, Teubner, 1997, 13. 
^^En idéntico sentido, Corssale, 1994, 99-ss. 

38 © UNED. Boletín de la Facultad de Derecho, núm. 24, 2004 



LA «CULTURA JURÍDICA» Y EL «PLURALISMO JURÍDICO». PROBLEMAS DE... 

ta afirmar que todos los órdenes sociales normativos son «más o 
menos» Derecho^^ y que todo Derecho genera orden social, enton­
ces, el «pluralismo legal» consistiría en un «reetiquetado», analíti­
camente objetable, del fenómeno jurídico'^. Objetable porque la 
inclusión de todas las formas normativas, que se caracterizan por ser 
distintas de la jurídico-estatal, en el término de Derecho obscurece 
el análisis^^. 

Y, frente a esto, de poco vale que se vuelva a apelar a la cultura 
legal como recurso de definición del pluralismo, como procura CHI­
BA. Porque lo único que se consigue es reelaborar circularidades ter­
minológicas. Es decir, si se sostiene a) que el «pluralismo legal es la 
estructura de diferentes sistemas legales que coexisten bajo el pos­
tulado de identidad de una cultura legal en la que Derecho oficial y 
no oficial, Derecho indígena y Derecho trasplantado, así como las 
reglas y los postulados legales se conglomeran en un conjunto en vir­
tud de la elección de una entidad socio-legal». Y que b) la «cultura 
legal» que sirve para definir ese pluralismo es «el aspecto cultural de 
cada pluralismo legal coexistente» (Chiba, 1998, 242). Surgen c) los 
problemas. El pluralismo legal se define por una entidad legal, con 
lo que ya se presume que hay un Derecho prevalente que determina 
cuál es esa entidad. Su definición depende igualmente de que el Dere­
cho oficial reconozca ciertas manifestaciones normativas, de forma 
que, en realidad, lo que hay es Derecho oficial. Además, y por si esto 
generase dudas, CHIBA acude a la cultura legal como cierre del plu­
ralismo legal, cuando, en realidad, no se dice en qué consiste, dis­
cusión de la que partía este trabajo, excepto para concretarla circu-
larmente como lo definido por el pluralismo legal. 

La dificultad derivada de la definición del pluralismo jurídico se 
vuelca también sobre la concreción de la posición y garantías del 
individuo. Porque la concepción pluralista del Derecho le inserta en 
una red de organizaciones y cuerpos sociales que promueven regu­
laciones propias ajenas a control público y explícito. Si se pretende 
que cada organización posea su propia capacidad jurídico-normati-

71 Como sostendría GRIFFITHS, en Griffiths, 1986, 39. 
7̂  Si se prefiere, se convierte «un pluralismo de órdenes normativos en una 

supuestamente novedosa observación que apela al pluralismo de los órdenes 
legales» (Tamanaha, 2001, 174). 

7̂  Porque sólo refiere «(l)a incapacidad del pluralismo legal para dife­
renciar lo legal de lo no-legal, lo jurídico de lo no-jurídico» (Tamanaha, 2001, 
180) (atiéndase a Merry, 1988, 879). 
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va y su propio Derecho, que funcionaría como un Derecho común, 
entonces: cómo identificar y ofrecer una garantía cierta respecto de 
ese nuevo Derecho impidiendo que sus representantes oficializados 
actúen a modo de peregrinus praetor^'^ que conforme a unos intere­
ses privados pongan en riesgo la protección de los derechos indivi­
duales. 

9. Apuntadas someramente algunas de las dificultades internas a 
la definición del pluralismo jurídico, nuestro objetivo es destacar en 
qué sentido también las nociones de cultura y cultura jurídica pue­
den representar un obstáculo para ese pluralismo. Con este fin, revi­
saremos algunas de las más actuales propuesta de pluralismo jurí­
dico. En particular, las soluciones convencionalista, de 
policentralidad y de acomodación legal. 

La propuesta «convencionalista» pretende incorporar la virtud que 
atesorarían las concepciones pluralistas del Derecho, pero huyendo de 
su vicio de fondo. La virtud consiste en la capacidad de la reivindica­
ción pluralista para denunciar al Derecho por incurrir en una «ideo­
logía de centralismo legal». El objetivo pluralista es contrarrestrar esa 
ideología para modificar los paradigmas legales imperantes^^. Su vicio, 
lo sabemos, es la incapacidad analítica que acarrea la concepción esen-
cialista del Derecho (como si se pudiera predicar «el Derecho es...») 
que el pluralismo habitualmente maneja, y en su creencia de que ese 
único Derecho que es se proyecta sobre distintas áreas. 

En consecuencia, la representativa renovación constructiva y con­
vencionalista del pluralismo jurídico que propone TAMANAHA exi­
ge concebir el Derecho como un constructo social y no como un fenó­
meno a definir a través del Estado y de sus múltiples concepciones 
—destinadas a abordarlo todo—. Ya no se trata de que el Derecho 
actúe de diversas formas sobre el mismo ámbito. Sino de que ese 
Derecho está constituido pluralmente por las distintas concepciones 
de normación y organización, reconocidas o no estatalmente, que 
actúan sobre uno y distintos ámbitos. 

Aunque la misma etiqueta Derecho se utiliza para múltiples fenó­
menos de ordenación, esto no significa que exista un solo Derecho 
esencial. Ni hay un Derecho esencial, ni hay una definición para esa 

-̂̂  Al respecto, Corssale, 1994, 101-102. 
5̂ Como representativamente reclamaba GRIFFITHS, en Griffiths, 1995, 

201. 
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esencia del Derecho, ni hay distintas manifestaciones de un mismo 
fenómeno. La concepción convencional del Derecho nos obliga a com­
prenderlo en su vacuidad, en su falta de esencia. Ya sólo queda «iden­
tificar», no «definir», un Derecho que sólo puede concretarse discur­
sivamente. Porque el «Derecho es lo que la gente identifica, considera 
y trata como Derecho a través de sus prácticas sociales... Si este cierre 
al Derecho nos extraña es porque la concepción esencialista del Dere­
cho ejerce una fuerza inmensa sobre nosotros» (Tamanaha, 2001, 
194). La legislación positiva y los juristas dogmáticos deben abando­
nar su lugar privilegiado que pasará a ser ocupado por los distintos 
actores sociales. Por eso, lo que el convencionalismo concreta respecto 
del pluralismo jurídico es la existencia de diferentes fenómenos que 
en ocasiones implican institucionalización y sistematización y otras 
no. Que se vinculan a patrones de comportamiento o no. Y, que a veces 
usan la fuerza o no. Porque en «un Estado de "pluralismo legal"» los 
actores sociales pueden poner nuevas etiquetas con el término Dere­
cho a fenómenos de distintas características ^ .̂ 

Ahora bien, este planteamiento convencionalista del pluralismo 
legal es problemático. TAMANAHA lo reconoce. Porque no diferen­
cia el Derecho de otros fenómenos normativos: las relaciones nor­
mativas familiares o el acuerdo de dos personas para realizar una 
conducta ilícita podrían considerarse Derecho. 

Para superar la objeción, TAMANAHA trata de mostrar que su 
propuesta, que identifica convencionalmente al Derecho con «las 
prácticas sociales dentro de un área social» (Tamanaha, 2001, 197), 
ni es demasiado amplia, porque sólo incluye como Derecho «lo que 
la gente considera Derecho», ni demasiado restringida, porque no 
excluye fenómenos que la gente considera Derecho'^. Nada se pre­
supone, porque no se puede presuponer, tampoco en favor de una 
concepción esencialista del Derecho''^: «(t)odo depende de la inves-

76 Al respecto, Tamanaha, 2001, 194. 
77 La ventaja de la comprensión convencionalista del «pluralismo legal» 

es que permite identificar, diferenciar y establecer las relaciones entre «plura­
lismo de tipos de Derecho», «pluralismo de sistemas de reglas» y «pluralismo 
de tipos de regulaciones normativas». P.ej., el Derecho natural o el Derecho con­
suetudinario aún son calificados Derecho aun no siendo sistemas normativos, 
y la regulación de la liga de fútbol o del ajedrez son sistemas de reglas, pero no 
Derecho porque no se los concibe como Derecho. 

78 Por eso es indiferente si el Derecho proviene de un grupo religioso fun-
damentalista, o revolucionario zelota, o de una banda criminal, dada la falta de 
presupuestos y la distancia del cierre convencionalista. 
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tigación empírica, y las categorías de construcción y análisis derivan 
de esa investigación» {idem., 200). Así, se propone una visión no afec­
tiva o sentimental del Derecho que serviría para «facilitar la evalua­
ción crítica, llave de la razón del desarrollo y justificación de la teo­
ría general del Derecho» (idem.). 

Sin embargo, insistimos en la dificultad inicial. Pues el discurso 
jurídico real expresa relaciones de poder, de producción y circulación 
del Derecho difíciles de satisfacer por los grupos para los que se recla­
ma el reconocimiento jurídico. 

En la línea del pluralismo convencionalista se desarrolla la pro­
puesta apuntada anteriormente de «policentralidad legal» (termino­
logía de ZAHLE para su proyecto de 1990-1993). La concepción poli-
céntrica del Derecho t rata de romper con la tradición de la teoría del 
Derecho y de la sociología jurídica para contemplar al Derecho como 
«un fenómeno social descentralizado que carece de fundamentos 
manifiestos, autoevidentes que provengan de la sociedad o de sus 
valores prevalentes. El Derecho es «un fenómeno en desarrollo que 
trata de organizar la conducta individual y social». Desde la poli­
centralidad legal se sostiene «una nueva forma de contemplar el 
Derecho» que no sólo critica el «nomocentrismo», sino también el 
«pluralismo legal» entendido en el sentido habitual. Si el pluralismo 
legal delimita la intersección de diversos órdenes legales, el Derecho 
policéntrico anuncia la inherente inestabilidad del Derecho» (Eriks-
son, Hirvonen, Minkinen, 1998, 1-2). 

Las bases programát icas de la «policentralidad jurídica» podrí­
an concretarse, sumariamente , como sigue^^: Primero, rechazo de 
los efectos centralizadores y totalizantes de la teoría al uso, aun­
que esto no signifique que el análisis teórico se vuelva innecesario, 
al contrar io. Debe reivindicarse una Filosofía del Derecho que deli­
mite los diferentes dogmas de cada concreta teorización. Segundo, 
renuncia a las concepciones del Derecho que se autodefinen como 
únicas, cerradas y plenas y para las que el Derecho se autocalifica 
frente a «lo otro». Porque ese otro configura distintos niveles racio­
nales que pueden contr ibuir a delimitar y a conocer el mismo fenó­
meno jurídico t ransgrediendo unos límites artificialmente impues­
tos en favor de una ideología centralista. Tercero, como el 
conocimiento y la consistencia del Derecho depende de distintas 
narraciones y mitos que afirman la «cultura jurídica del silencio». 

^̂  Atiéndase a Eriksson, Hirvonen, Minkkinen, 1998, 2-7. 
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deben evidenciarse tales mitos (Estado de Derecho, contrato social, 
autónoma de la voluntad, igualdad ante la ley, coherencia del sis­
tema jurídico...), y no para rechazarlos por ser ideológicos, sino 
para reexaminar sus componentes esenciales posibilitando así, una 
reestructuración permanente de los fundamentos del Derecho. 
Cuarto, tal relectura crítica de los fundamentos mitológicos del 
Derecho debe adoptar una perspectiva esencial, ontológica que per­
mita responder a qué es el Derecho. Aunque esto no significa que 
deba buscarse la «gran teoría», la descripción única del Derecho. 
Sino que debe tratar de integrarse en una realidad equilibrada y 
dinámica la realidad fragmentada y plural del Derecho. Quinto, la 
policentralidad legal reclama, también, una teoría ética del Dere­
cho que no debe sucumbir a las facilidades iusnaturalistas y a la 
afirmación de verdades, divinidades o razones universales. Eso sí, 
que las cuestiones relacionadas con la justicia del Derecho no pue­
dan ser definitivamente respondidas no significa que la policen­
tralidad asuma un relativismo moral o una teoría postmoderna. 
Sino que, para ella, como el fundamento ético del Derecho es poli-
céntrico, su concepción ética se referirá a la pluralidad armónica 
y de sentido en la que pueden ampararse los distintos reclamos de 
justicia en un determinado ámbito espacio-temporal. 

La «policentralidad legal» es reclamada por PRAKASH para la 
descripción y construcción del orden legal interno e internacional. 

La policentralidad jurídica exige rechazar sistemas tipo platóni­
co, aristotélico, kantiano, marxiano, que, para PRAKASH, se fundan 
en un único valoreo o en una única respuesta correcta para la orga­
nización social y la solución de conflictos. Y, deben rechazarse por­
que conducen a engaño, a conclusiones erróneas y son peligrosos^i. 

80 Al respecto, Prakash, 1996, 2-4. 
*• Conducen a engaño y a conclusiones erróneas porque los valores huma­

nos son muchos y poco homogéneos, que los conflictos permanentes en la vida 
del individuo y de la comunidad, y que no es aceptable imponer la imagen del 
hombre que esos mismos sistemas han creado para que acepte los valores del 
particular sistema. Pero, esas concepciones también son peligrosas. Por su pesi­
mismo, al partir de una concepción determinista de la naturaleza humana que 
limita la variedad de la experiencia humana a la de una hipotética totalidad 
homogeneizada. Porque se sirven de una noción falsa de comprehensividad al 
afirmar que reconocen y solucionan todos los conflictos, cuando esto es falso. 
Y, porque ofrecen una justificación para la tiranía, ya que la única solución 
correcta exige sacrificar los valores alternativos. 
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Ahora bien, el concepto de «policentralidad legal» de PRAKASH 
no rechaza sólo los sistemas absolutos. También denuncia el «rela­
tivismo radical» que obstruye el criticismo moral para terminar afir­
mando que «todo vale». La renuncia del absolutismo de un sistema 
unitario no debe renegar de ciertos «standards éticos». Esto supone 
reclamar el criticismo moral y que ciertas visiones éticas o patrones 
de vida están equivocados, tal como se afirmaría antropológica, psi­
cológica y sociológicamente. 

El corolario de la policentralidad legal, y que vincula a ésta con 
el pluralismo jurídico, consiste en «concebir las relaciones legales en 
términos de relaciones entre varios órdenes normativos dentro de un 
mismo sistema legal y en buscar su reconocimiento dentro de ese sis­
tema legal» (Prakash, 1996, 6). 

La idea sería fundamentalmente la siguiente. En el último tercio 
del s.XX, el concepto de «pluralismo legal», influenciado por los 
sociólogos, se amplía para incorporar «las relaciones entre los gru­
pos sociales dominantes y los subordinados y que se asientan sobre 
distintas bases: religión, etnicidad, género, preferencias sexuales, cul­
tura, inmigración, redes o instituciones sociales» (Prakash, 1996, 7), 
Pues bien, la «policentralidad legal» referiría ese pluralismo legal. 
Porque: uno, conceptualiza y analiza una relación compleja de inter­
acción entre las formas plurales de ordenación que participan en el 
mismo campo social y las formas legales de coexistencia de esas rela­
ciones. Dos, rechaza la ideología del centralismo legal que insiste en 
que el Estado ofrece la única forma de ordenación y busca formas 
adecuadas de relación entre la ordenación normativa estatal y no 
estatal. Tres, se interesa por la cuestión de cómo los órdenes nor­
mativos plurales existen, se mantienen, cambian y se transforman a 
través de los procesos históricos. Cuatro, investiga la naturaleza ide­
ológica de los distintos órdenes normativos. Cinco, se preocupa por 
descubrir los modos de repartir y asignar la autoridad para adoptar 
decisiones tratando de maximizar la coexistencia de esos órdenes 
normativos. Y, seis, entiende ese reparto de autoridad referido a acto­
res públicos y privados y entre distintos niveles de gobierno. 

Las ventajas de tal policentralidad^^ serían descriptivas y cons­
tructivas*^. Descriptivas, porque el concepto de Derecho se expan-

*2 Al respecto, Prakash, 1996, 9-ss. 
*̂  Así, «(e)l cambio a la policentralidad legal trataría, primero, de identi­

ficar los valores pluralistas en el marco de un sistema legal y, segundo, de ide­
ar sus formas adecuadas de realización» (Prakash, 1996, 14). 
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dería, ofreciendo una descripción de la naturaleza del Derecho ade­
cuada. Y, constructivas, al promoverse: la legitimidad del orden legal 
(al acomodar las demandas de libertad, comunidad y justicia social), 
la tolerancia (al destacar la variedad de los valores válidos y el recha­
zo de la uniformidad), la metodología no-coercitiva (al promover la 
libertad para elegir cada uno sus valores), la estabilidad (al dotar a 
individuos y asociaciones de su propio espacio moral), y la com­
prensión de la dominación y la resistencia (al reconocer la dialécti­
ca entre los distintos órdenes normativos para acomodarlos dentro 
del mismo sistema legal). 

La tercera de las propuestas de pluralismo apuntadas era la de 
«acomodación legal». En este marco destacamos la construcción de 
DOYLE que, inspirado por la concepción político-jurídica relacional 
de YOUNG y GUTMANN, se centra en el problema que para el orden 
de la individualidad representa el pluralismo jurídico. Para el mode­
lo de acomodación legal de DOYLE se trata de encontrar una con­
cepción multicultural viable y que dé sentido a un pluralismo jurí­
dico respetuoso de la individualidad, pero también de las 
especificidades propias a los distintos grupos de interés. 

La identificación de los grupos «culturales» representativos, para 
DOYLE, no puede hacerse depender de las concepciones tradicio­
nales. Al contrario, debe atender a la proliferación de grupos de inte­
reses en los que participan los distintos individuos. Esta definición 
no-tradicional permite reconocer como grupo cultural cualquiera 
centrado en un interés y una conducta compartida, sea la herencia 
cultural, la religión, la sexualidad...8^*. Pero también implica asumir 
un límite fundamental; quedan excluidos los grupos que se asientan 
sobre la única base de un interés político o de una ideología políti­
ca —las manifestaciones extremas serían los grupos terroristas—. 

La concepción relacional de DOYLE le lleva a sustituir la deno­
minación de grupos culturales por la de «grupos de afinidades». 
Porque no hay un grupo cultural que defina de forma unitaria la 
identidad individual. Por ello, no sólo las sociedades son multi­
culturales sino que las personas también lo son^^, esto es, tienen 
una identidad multicultural dada por varias y cambiantes afini­
dades, algunas culturales. Los grupos de afinidades son de parti­
cipación voluntaria para sus miembros, y éstos a través de sus afir-

8" Atiéndase a Doyle, 1998, 30-31. 
«5 Como diría GUTMANN, en Gutmann, 1993, 183. 
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maciones y disidencias, delimitan la estructura cambiante de cada 
grupo^6. 

La propuesta de «acomodación legal» se esfuerza en establecer el 
mecanismo político-jurídico apropiado a la existencia social de esos 
distintos grupos de afinidades y la justificación del reconocimiento 
de tal modelo de base relacional. Para ello, huye de la asimilación, 
la segregación, el aislacionismo, la marginación o la subordinación. 
Y lo haceen favor de la proclamación substantiva del derecho de los 
miembros y los distintos grupos de afinidad de estar representados 
en la deliberación pública y la toma de decisiones políticas y en las 
organizaciones privadas (dada su enorme influencia en las socieda­
des democráticas) a fin de dar sentido pleno al principio de igualdad 
y no discriminación^^. 

Para alcanzar los objetivos propuestos, destaca DOYLE la nece­
sidad de «una reestructuración institucionalizada de las relaciones 
sociales y de alterar los estereotipos culturales dominantes de los gru­
pos de diferencias» (Doyle, 1998, 32). Porque lo que la realidad dic­
ta es, precisamente, que «la discriminación se encuentra profunda­
mente imbricada en los aspectos culturales y estructurales de una 
sociedad» (Doyle, 1998, 31). 

10. Conclusión. 

Las dificultades apuntadas y vinculadas a la definición jurídi­
co cultural que suele emplearse para definir el pluralismo jurídi­
co (resultados inconcretos, confusión de la normatividad jurídi-
co-estatal con toda suerte de normatividad, desamparo individual) 
muestran, lo avalan las propuestas alternativas, que la concreción 
cultural de la noción de pluralismo jurídico posee escasos recur­
sos para ofrecer una definición práctica y teóricamente consis­
tente del mismo. Si se prefiere, la propuesta pluralista se encuen­
tra con especiales dificultades cuando se propone como una 
alternativa multiculturalista que asume la cultura en sentido fuer-

«6 Al respecto, Doyle, 1998, 29. 
*̂  La justificación del modelo de «acomodación legal» se encuentra en las 

ventajas socio-políticas que acarrea (Doyle, 1998, 30-31): elusión de la violen­
cia social que se genera cuando algunos de los grupos de interés no se encuen­
tran representados; reconocimiento y afirmación del valor individual y social 
de la diferencia de las personas a través de su participación en grupo; respues­
ta a los efectos de la desigualdad social, como la segregación, la subordinación 
y la opresión de los miembros de los grupos. 
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te, objetivante moderno**. Sin embargo, con ello nada objetamos 
a la descentralización de la definición de los intereses normati­
vos para vincularlos a los intereses de grupos de filiación y baja 
voluntaria. 

La definición de lo jurídicamente válido es altamente contro­
vertida. Pero existen ciertos instrumentos relacionados con una 
concepción estructural y positiva del Derecho que facilitan, al 
menos, el inicio del análisis. Tales instrumentos no obstruyen los 
planteamientos sociológicos y los interesados en la efectividad jurí­
dica y que superan la definición de fuente legislativa —un repre­
sentativo esfuerzo al respecto es el del neonstitucionalismo de Mac-
CORMICK—. Pero, superponer al postulado de validez jurídica 
otros criterios de validez que se escapan a su propia comprensión 
de juridicidad, agrega confusión. Pues se mixturan argumentos jurí­
dicos y políticos que, aunque están constitutivamente imbricados, 
requieren ser analíticamente discriminados. Queremos decir, que 
una cosa es la validez garantizada institucionalmente a través de 
normas que cumplen ciertas condiciones y se garantizan coactiva­
mente, y otra la pretensión de corrección de los contenidos jurídi­
cos. Por eso, el pluralismo jurídico debe contemplarse política­
mente, como un reclamo, más o menos efectivo, de permanente 
adecuación del Derecho válido a las necesidades sociales. No a la 
inversa. Y es que, cuantas menos sean las suposiciones, más com­
prensible y adecuada será la teoría jurídica a desarrollar, comple­
tar y criticar desde el estadio de los reclamos substantivos. 

El planteamiento político del pluralismo jurídico lo entendemos 
vinculado a una concepción liberal individualista como vía a tra­
vés de la que maximizar las garantías de protección de los dere­
chos individuales (no es éste el momento de justificar la validez 
racional de la propuesta, sólo insistimos en la necesidad de pro­
mover una segmentación liberal del concepto de pluralidad como 
criterio político). Como el individuo se incorpora en múltiples gru­
pos de definición y de interés, es difícil sostener legítimamente la 
suplantación de los mismos por un tratamiento homogeneizado 
proveniente de una autoridad central, sea estatal, autonómica, 
parroquial, laboral...*9. 

** En este sentido, Sartori, 2000, 4-ss. 
*̂  Ratifica Gianni, 2002, 41. Atiéndase complementariamente en este sen­

tido a Harris, 1987, 303-ss. 
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En consecuencia, proponemos que el pluralismo jurídico no se 
entienda como la doctrina de la descentralización del poder en favor 
del apoderamiento total de grupos menores, sino como la concepción 
normativa que protege las definiciones originales de la individuali­
dad al tratar razonablemente las expectativas de cada grupo de inte­
rés particular^O; consecuencia ésta de concebir una sociedad no de 
hombres o acciones uniformados tras alguna etiqueta, sino de comu­
nicaciones^^. Y, consecuentemente, que la contextualización de los 
intereses a debatir se configure como una cuestión central, igual que 
el reconocimiento universal de la constitución de la identidad en muy 
diferentes ámbitos y conforme vínculos y sentimientos muy diversos. 

Al proponer que la articulación de un pluralismo jurídico cohe­
rente y sostenible se desarrolle en el marco de la filosofía político 
socialdemocrática, pero liberaP^^ gg trata de garantizar la racionali-

^° Dicho de otra forma, «una concepción jurídica pluralista... no debe con­
siderarse un conjunto centralizado, sino localizada en diversos contextos socia­
les. Esto exige delimitar otras fuentes u órganos de cambio en la regulación 
situados más allá de los del Estado centralizado, en los distintos campos socia­
les con los que la regulación tiene relación. Se trataría de órganos y grupos de 
interés que, desde dentro de los grupos sociales particulares, tratan de delimi­
tar, modificar o preservar la regulación, y de intensificar las condiciones de soli­
daridad, integración, eficiencia y orden específico de cada campo relevante» 
(Cotterrell, 1995, 310) (abunda en las posibilidades que ofrece a la justicia un 
pluralismo legal centrado en la individualidad, Tie, 1999, 165-166), 

1̂ Atiéndase a Teubner, 1988, 3-ss. 
92 WARRINGTON y VAN HOECICE señalan que las culturas jurídicas pueden 

entenderse (atiéndase a Van Hoecke, Warrington, 1998,488-ss.), como «famüias lega­
les» o como «familias culturales», que adquieren sentido fundamentalmente socio­
lógico o antropológico. A partir de ahí, apelan a una noción amplia de la cultura jurí­
dica que diferencia entre la cultura occidental y la no-occidental, y tratan de acercar 
la concepción del Derecho de los distintos Estados gracias a normaciones homoge-
neizadoras de la cultura jurídica en la que cada Derecho estatal se inserta. Se trata 
de identificar «los elementos básicos que constituyen el núcleo duro, el paradigma 
(diría KUHN) de todo sistema legal. Estos elementos paradigmáticos se estructura­
rían en seis áreas: concepto del Derecho, teoría de las fuentes legales válidas, meto­
dología del Derecho, teoría de la argumentación, teoría de la legitimación del Dere­
cho, valores y principios ideológicos básicos generalmente aceptados» (idem., 
532-533) (poner en relación con Kuhn, 1977, 50-ss.. Tras esta identificación, se pro­
movería un acercamiento de los sistemas de Derecho occidentales aeincluido Com-
mon Law— conforme a los principios de individuahsmo y racionalización. 

Sin embargo, para nosotros, la vía es arriesgada. Porque el carácter univer­
sal de la concepción racional e individual de la sociedad y el Derecho se opone 
a las definiciones canónicas de la cultura. Reclamar la «unidad cultural occi-
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dad universal, la autonomía, la laicidad pública, la neutralidad, la 
democratización en la toma de decisiones frente al obscurantismo 
tradicional y contra el apoderamiento homogeneizador del (norma­
tivo) culturalismo. 

En este punto, interesa recordar a algunos críticos multicultura-
listas del liberalismo que no es filosóficamente correcto reducir al 
enemigo preconcibiéndolo como un pelele. Porque entonces el dis­
paro yerra. El moderno liberalismo político no enaltece al caverní­
cola solitario y egoísta. Ni proclama que en el marco público no se 
sancionan concepciones valorativas. Ni se desentiende de los inte­
reses substantivos y las posiciones desiguales de los individuos. Ni 
incurre en la burda, defensiva y oclusiva caracterización diezoches-
ca del afrancesado. Sólo rechaza concebir éstas y otras muchas con­
diciones en los términos reductivos de una particular perspectiva ide­
ológica que se dice cultural, religiosa, moral, étnica, genérica, sexual, 
clasista, gremial...^^ 

El valor de la libertad y del reconocimiento de la autonomía 
moral y racional individual no se encuentran, per se, en una supues­
ta «tradición occidental», ni en ninguna otra. Sino en la justifica­
ción racional, cuando racionalidad implica dialéctica y crítica, y 
concepción crítica de la racionalidad práctica. Por eso, el concepto 
de «cultura jurídica» es un concepto que confunde, y se confunde, 
«al aunar reconocimiento de la complejidad con una noción sim­
plista de 'una cultura' integrada y única en todos sus aspectos y 
determinada por la totalidad y no por la interacción de sus distin-

dental» implica contradicción (en la que incurre la propuesta idealista y racio-
nalizadora de VAN HOECKE y WARRINGTON, Van Hoecke, Warrington, 1998, 
438). Porque los instrumentos de defínición de la occidentalidad del Derecho, 
individualismo —autonomía y libertad— y racionalización —renuncia al obs­
curantismo del mito y de las creencias irracionales— (WIEACICER habla de 
«personalismo», «legalismo» e «intelectualismo», Wieacker, 1985, 185) chocan 
con las bases de definición cultural que son sociológica y antropológicamente 
reivindicadas. 

'^ Si se prefiere, «(n)o es que... (se) exalte a los ciudadanos como inde­
pendientes de sus grupos culturales, sino que (se) entiende tales grupos a par­
tir de los individuos que los forman y a éstos como nunca del todo reducibles 
a sus rasgos de identificación colectiva» (Savater, 1999, 8). En la misma línea, 
y destacando los errores de la acusación cultural a la concepción política libe­
ral, Perez-Díaz, 2000, 10-ss. 

© UNED. Boletín de la Facultad de Derecho, núm. 24, 2004 4 9 



MARÍA LEONOR SUÁREZ LLANOS 

tas partes...» (Erh-Soon, 1985, 171). Pues, de esta forma, desatien­
de las aspiraciones individuales de justicia, reciprocidad, imparcia­
lidad, interdicción de la arbitrariedad y limitación, no legitimación, 
del poder con reglas. 

El obstáculo que la cultura jurídica representa para el pluralis­
mo jurídico reside en la naturaleza tradicional y consolidadora de 
valores e intereses particulares que se alberga tras cada proclama­
ción político-cultural, en el carácter indefinido pero también apro-
blemático que presume su reclamo y que le sirve para normativizar 
tratar de normalizar las condiciones sociales «premodemas» con­
virtiendo acríticamente al Derecho del grupo de poder, justo en el 
poder del Derecho justo^^. 

Por todo ello, el multicentrum jurídico que proponemos como eje 
de una definición política del pluralismo difícilmente podrá valerse 
de la definición tradicional de cultura y cultura jurídica^^ Porque 
éstas implican narraciones que giran sobre el centro de gravedad de 
la voz que enuncia la historia y los valores^^, jerarquización, asimi­
lación de la concepción de la justicia a los criterios de los grupos de 
p o d e r t r a d i c i o n a l m e n t e es tab lec idos , r e c h a z o o fagoci tac ión de las 

^^ En el mismo sentido, Cotterrell, 1995, 309. Y es que la defensa de la 
cultura en sentido político objetivo romantiza a las culturas para considerar­
las como conjuntos integrados. «Pero que las culturas sean conjuntos integra­
dos depende de la fuerza coactiva que se aplique sobre ellas» (Howard, 1995, 
61). 

5̂ Pues los grupos «son característicamente no-homogéneos y jerárquicos 
y lo que cuenta como la "tradición' del grupo es típicamente un artefacto del 
poder» (Nussbaum, 2003, 60). Los límites de la pertenencia grupal son arbitra­
rios y, nuevamente, dictados por los grupos de poder. Hay más grupos que los 
étnico o culturales a tener en cuenta para hallar la fuente de identidad de las 
personas; agrupaciones dispersas pero que actúan con más fuerza como fuen­
te de identidad, confianza, significación, expectativas e intereses. Toda conce­
sión de derechos al grupo étnico o al cultural perjudica a la minoría, por no per­
tenecer a la mayoría cultural. Además de que la política cultural petrifica el 
modelo de poder existente minándose toda tendencia al cambio favorable al gru­
po ajeno a la cultura (idem.). 

^^ HOBSBAWM habla de la «fabricación en serie de tradiciones», y la rela­
ciona tanto con la «práctica oficial... estados o movimientos sociales y/políti­
cos organizados... (como) extraoficial... sobre todo grupos sociales que no esta­
ban organizados formalmente como tales o cuyos objetivos no eran específica 
o conscientemente políticos, tales como clubes y hermandades» (Hobsbawm, 
2002 b), 273). 
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particularidades e intereses de los grupos de individuóse^ que cues­
tionan el expediente cultural^*... 

Ahora bien, entiéndase que por las mismas razones que rechazamos 
las concepciones culturalistas homogeneizadoras, también renunciamos 
a una concepción liberal-democrática rala. Porque ésta, y conforme £il 
prejuicio del consenso social sobre todos los asuntos e intereses parti­
culares propio a una trivialización del argumento de la mayoría demo­
crática, sólo fomentará regulaciones centralizadas, burocratizadas y 
omniabarcantes que proyectan, nuevamente y con efectos sesgantes, el 
poder de la «unidad» y del «orden social»^^ sobre los grupos de la dife­
rencia. Es adecuado escapar del fundamento ontológico de la unidad^o^, 
venga de donde venga y con todas las consecuencias, para atender cons­
titutivamente a la diferencia y la improbabilidad propia a una ordena-

^̂  Porque «(s)e niega la individualidad de los miembros del grupo... ya que 
las culturas en las que se insertan se creen permanentemente en riesgo de ser 
destruidas (por ejemplo, por la introducción de los derechos humanos) aunque 
los individuos no se consideran en riesgo» (Howard, 1995, 69). 

*̂ «Cuando se habla de las virtudes del viaje como modo de conocimien­
to, de la lucidez que proporciona el exilio o, incluso, del destacado papel que 
los judíos, los conversos, los homosexuales y, en general, los rechazados u obli­
gados al disimulo han desempeñado en las transformaciones de la cultura euro­
pea, puede que no se esté haciendo otra cosa que declinar las variaciones de un 
único tema: el de la mirada exterior, el de la dificultad de reconocerse en nin­
guna de las "identidades alternativas, autodescripciones alternativas, formas 
alternativas de dar sentido a la propia vida"» (Ridao, 2000, 261). 

^̂  Por eso, TAMANAHA y MUNGER le reclamen ambición a la concepción 
político-democrática moderna y a la teoría social del Derecho, para compren­
der que la perspectiva regulativa del orden social se encuentra obsesionada por 
la antropología y la sociología y que la consecuencia redunda, nuevamente, en 
una concepción estatal-centralizadora tendente a la legitimación sobre el vacío 
del poder del Estado (al respecto, Tamanaha, 1997, 129-ss., Munger, 1993, 119). 
Y es que «(a)l menos desde Locke, el consenso social que permite el nacimien­
to y consolidación de la democracia se ha construido siguiendo el camino exac­
tamente inverso: concentrar el debate político en la búsqueda de "hechos comu­
nes" y asumibles por todos como propios, confinando los "diferenciales" al 
ámbito de lo privado...» (Ridao, 2000, 256). 

i''o De huir del «fracaso de las mayorías nacionales por mantener los dere­
chos nacionales de las minorías» (Llobera, 1995, 136) (también Gianni, 2002, 
23-ss., Lucas, 2002, 96-97). El pluralismo legal debe adoptar una perspectiva ide­
alista de la definición subjetiva en múltiples focalidades que «corrija el status 
marginal que tiene la subjetividad en la actual teorización socio-legal» (Tie, 1999, 
52). Este idealismo no reniega de las instituciones socio-culturales, se antepo­
ne a ellas (idem., 50-57, 161-ss.). 
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ción jurídico-normativa que carece de fundamentos para asentarse sobre 
la identidad, la unidad y la probabilidad^o*. Por eso, la diferencia sólo 
permanece como afirmación de que todos los ciudadanos, se integren 
en los grupos que se integren, deben disfrutar de la posibilidad del mis­
mo elenco de derechos, proclamando que el pluralismo jurídico «debe 
inspirarse en consideraciones políticas, no antropológicas» (Gianni, 
2002, 45), que reduzcan discursivamente la complejidad y la contin­
gencia. Pero gracias a la correcta ubicación de los intereses y perspec­
tivas en conflicto 1°2 no a la ficción de falta de complejidad. Se trata de 
«elaborar una teoría policéntñca en un mundo y en una sociedad conce­
bidos acéntricamente, sin centro cdguno» (Izuzquiza, 1990, 84-ss.). 

Sintéticamente: Uno, renunciamos a la cultura como entidad 
jurídicamente objetiva para eludir la trivialización a la que suelen 
conducir el multiculturalismo y el interculturalismo. Esto exige 
una concepción caleidoscópica de la pluralidad política, vital, favo­
rable a la integración significativa de intereses subjetivos*°^. Y, 
también, dos, renunciar al debate de cuestiones antropológicas y 
esencialistas"^'' (qué es cultura y cuál), para centrarnos en el de los 
efectos político-jurídicos derivados de la pertenencia a un grupo 
particular y los recursos que permiten al individuo participar con 
éxito en la justicia estatal como distribución de cargas y benefi-
cios^os Tres, reubicamos el pluralismo en el marco político \]he-

i°i En el mismo sentido, véase Delgado, 2002, 355. Y es que, «en la visión 
o mirada de la zorra no se coincide por casualidad, sino que parece existir, por 
el contrario una desgarradora lucidez, una manera de asimilar la experiencia 
íntima de la exclusión, que lleva a descubrir la contingencia y estrechez de los 
relatos ortodoxos que sirve de fundamento a la identidad» (Ridao, 2000, 285-286) 

'"^ Así, «la relación entre pluralismo y democracia es clave para la cons­
trucción de las sociedades democráticas en este siglo» (Lucas, 2002, 71). 

i*'̂  Rechazando la imagen de una sociedad «dividida en compartimentos 
comunitarios exentos y cerrados, organizados a partir de estructuras cognitivas 
y costumbrarias propias... impermeables. Dentro de cada uno de estos supuestos 
cubículos culturales cada persona viviría inmersa en un universo de significacio­
nes del que, por definición... no querría ni... podría escapar» (Delgado, 2002, 341). 

104 En el mismo sentido, Tamanaha, 1997, 129 y Conley O'barr, 1993, 41. 
105 Corrobora Gianni, 2002, 45. Porque «(e)l elogio del espacio público pre­

sume que todas las personas que en él concurren son diferentes pero... su dife­
rencia debería resultarle indiferente a una sociedad y a un Estado que si se auto-
asumen como democráticos es... porque son neutrales, laicos, no sólo en el plano 
confesional, sino también en el cultural, y que, por tanto, no tienen nada que 
decir sobre el sentido último de la existencia humana ni sobre otros valores gene­
rales que no fueran aquellos de los cuales depende el bienestar y la convivencia 
del conjunto de sus miembros o administrados» (Delgado, 2002, 343-344) 
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ral, desvinculándolo del significado objetivo cultural y apostando 
por la definición de grupos de afinidades entre individuos y de 
en t rada y salida voluntaria. Cuatro, p roponemos que cualquier 
apelación a la cultura jurídica se analice y desenvuelva como un 
concepto de técnica jurídica que actúa tan to al servicio de la teo­
ría del Derecho y de la teoría de la argumentación cuanto como 
elemento crítico y reconstructivo de la racionalización legislativa 
y judicial. Pues, de otra forma, las definiciones multiculturales se 
arr iesgan a permanecer enfrentadas al plural ismo real en su afán 
por sostener un discurso valorativo cerrado y excluyente'^^. 
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